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UNIDAD DE SEMINARIOS• JOSE VASCONCELOS" 
FACUL TAO DE DERECHO 
SEMINARIO DE DERECHO FISCAL Y 
FINANZAS PUBLICAS 

Cd. Universitaria, D.F., 10 de diciembre del 2001. 

ING. LEOPOLOO SILVA GUTIERREZ 
DIRECTOR GENERAL DE LA 
ADMINISTRACION ESCOLAR DE LA U.N.A.M. 
Presente. 

Por esle conducto, me permilo comunicar a usled, que la pasante KARINA 
ROMERO BARBA, bajo la supervisión de este Seminario, elaboró la lesis inlilulada 
"ACLARACION DE LA DEMANDA FISCAL". 

Con lundamenlo en los artículos 8" fracción V del Reglamenlo de Seminarios. 19 y 
20 del Reglamenlo General de Examenes de la Universidad Nacional Aulónoma de 
México. por haberse realizado conforme a las exigencias correspondientes. se aprueba la 
nombrada 1es1s. que ademas de las opiniones que cita. contiene las que son de exclusiva 
rcsponsab1l1dad de su aulor. En consecuencia. se autonza su presentación al Jurado 
respectivo 

"El interesado deber;i Iniciar el tr;imite para su titulación dentro de los siele meses 
siguientes (contados de dia a dia) a aquel en que la sea entregado el presente 
olicio, en el entendido de que transcurrido dicho lapso sin haberlo hecho, caducara 
la autorización que ahora se le concede para someter su tesis a examen 
profesional, misma autorización que no podr.1 otorgarse nuevamcnlc, sino en el 
caso de que el trabajo recepcional conserve su actualidad y siempre que la 
oportuna iniciación del tr;imite para la celebración del examen haya sido impedida 
por circunstancia grave, todo lo cual calilicar;i la Secrctari.1 General de la 
Facultad". 

Atentamente 
"POR MI RAZA HABLARÁ EL ESPIRITU" 
La Directora. 



México, D.F.; a os de Diciembre de 2001. 

LIC. MARIA DE LA LUZ NUÑEZ CAMACHO 
DIRECTORA DEL SEMINARIO DE DERECHO 
FISCAL Y FINANZAS PUBLICAS 
FACULTAD DE DERECHO 
PRESENTE 

Estimada Maestra: 

Por medio de la presente me permito comunicarle que la alumna 
l<ARINA ROMERO BARBA, ha terminado de elaborar su tesis profesional sobre 
el tema "ACLARACION DE LA DEMANDA FISCAL", bajo mi dirección. 

En mi opinión dlcllo trabajo cumple con ros requisitos que señala la 
legislación universitaria para ser presentado en el examen profesional 
correspondiente, desde luego s1 usted no tiene inconveniente para ello. 

como siempre agradezco ra confianza depositada en la suscrita al 
permitirme colaborar en el seminario que dignamente preside. dirigiendo 
trabajos como el que se presenta. 

ATENTAMENTE .,., ·:;;:¡::¡·· .. "''"'"" 
LIC.~A l~~BEL FLORES SOLANO 



A Dios por ser mi gula. 

A la memoria de mi Padre; 
porque donde quiera que te encuentres 
sé que te sentirlas muy orgulloso de mi. 

Ami Madre; 
porque no tengo palabras para agradecerte todo lo 

que has hecho de mí, 
porque en los momentos más difíciles me demostraste 

la manera de salir adelante, 
por es/ar conmigo en todo momento y sobre lodo 

por tu inmenso amor y comprensión. 



AEduatdo; 
Porque con lodo tu amor me has ayudado 
siempre ha llegar a la meta y por hacerme 

dfa a dfa la mujer más f&liz del mundo. 

A mis hermanas: 

Ruth; 
Por el apoyo que siempre me has dado 

y por enselfarme lo que significa ser una mujer valiente, 
pero ante lodo por tu gran sonrisa. 

Yashida; 
Por haberme dejado compartir contigo 

los mejores momentos de tu vida. 



A mis amigas: 

Maritrini; 
Por ayudarme a daspegar por unos momentos los pies del 

suelo y dejarme llevar por mis sentimientos. 

AnaUlia; 
Por todos los momentos compartidos. 

Eunice: 
Por haberme ensellado la luz en medio 

de la oscuridad y p0r el apoyado brindado. 

A la Licenciada Ana Isabel Flotes Solano; 
Porque simplemente sin usted no lo hubiera logrado. 
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INTRODUCCIÓN 

El presente trabajo de investigación tiene como propósito 

primordial demostrar la importancia de la existencia de la figura de la 

aclaración de la demanda en materia fiscal. 

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es un 

órgano que si bien pertenece al Poder Ejecutivo, realiza funciones 

jurisdiccionales, esto es, es el encargado de dirimir controversias entre 

las autoridades y los particulares. 

Los demandados deben de contar con la garantia de audiencia 

de la que goza cualquier individuo, y esto es que deben ser oidos y 

vencidos en juicio. 

Al no otorgarle la oportunidad de aclarar su demanda en el caso 

de que exista algún error u omisión se lo niega la oportunidad de que 

se le pueda brindar justicia. 

La aclaración de la demanda no es una forma en la que el 

magistrado instructor se convierta en juez y parto. solamente es la 

manera más indicada de no dejar en estado de indefensión a los 

demandados. 

De la lectura del presento trabajo, podremos apreciar que debo 

existir por una necesidad no por un capricho, pues como veremos la 

multicitada figura de la aclaración do la demanda existia en los 



pasados códigos fiscales, desapareciendo sin ninguna razón que asi 

lo justificara. 



CAPITULO l. 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 

1.1 Naturaleza Juridlca 

Empezaremos por dar un breve concepto de lo que es el Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 1, asl corno algunos dalos 

que servirán corno antecedentes. 

"El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es un 

órgano jurisdiccional dotado de plena autonomía, encargado de impartir 

justicia administrativa resolviendo, en forma honesta y gratuita, las 

controversias entre la Administración Pública Federal y los particulares, 

de manera pronta, completa e imparcial, para contribuir al avance del 

Estado de Derecho en México.·i 

Desde siempre hubo intentos por crear una codificación fiscal 

esto se ve más claro a partir de la Constitución de 1917, no había un 

sistema definido sobre normas y principios en contra de las 

1 Dcnominactóo reformada mcd1anlc deaclo pubbcado el 31 de dlOCmbtu de dos m11 en el Oiano 
Ofoek11 de la F cdcruoón 
Dentro de las rcfonnas pubhcadas a distintas leyes fiscales c.11sberon l.is relacionadas a la Ley 
OrgantCa dcl l 11bunal f1sc.i1 de la roocraoon, dentro de tas cuales cnconlr;unos en el arlícuk) 
1crcc10 trans1touo el C."ltll~Ho de dencwu111acó>l del atado Tubunal. y que a lit lclrn scnaia 
111 Se rclcxrn..-i la dcoomnaoón Ocl Tribunal Fiscal de la Ft."<1efact0n püf ta de Tribunal Federal de 
Jusl1Ci..1 fiscal y Adm1rnstmt1va En COOSea.J("f'lCJa, se reforma la ley Organica del Tribunal Fiscal de 
la Fcderac10n lanlo en su titukJ como tm sus d1spos1CK>nes. ~¡como en tooas aquct:as contenidas 
en el Cód~ FISC.'ll de líl FedCfaoón y en tas dcmi\s leyes fcSCates y adnw11stralNílS fedtorales, en 
las que se otc ni Trbunal Ftscal do In Federaoón. p3la s.ustituv ese nombre por ci do Tribunal 
Federal de Jushoa F&Seal y Adm1rnstralfva 

'>WW.l!l.!lQl!.m.~. VISda realizada el dio ventodos de febfcro oc dos md uno 



irregularidades administrativas. "El particular no gozaba antes de 

medios efectivos de defensa contra las arbitrariedades de las 

autoridades fiscales".3 

El 1º de enero de 1937, dia en que entró en vigor la Ley de 

Juslicia Fiscal y con ella comienzan las actividades del Tribunal. 

Conforme a lo dispuesto por esta Ley, el Tribunal se integraba con 15 

magistrados que podlan actuar en Pleno o a través de cinco Salas, las 

cuales estaban formadas por lres magistrados cada una. La 

competencia que asignó el legislador era en materia estrictamente 

fiscal, conociendo de las controversias que se suscitaban de actos o 

resoluciones emitidas por autoridades fiscales. 

La competencia del Tribunal se fue incrementando y se amplia 

para conocer sobre la legalidad de los requerimientos de pago 

realizados por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público: para exigir 

fianzas otorgadas a favor del Gobierno Federal; para conocer de las 

controversias que surgian por las resoluciones emitidas por el Instituto 

Mexicano del Seguro Social: sobre las resoluciones fiscales emitidas 

por el Departamento del Distrito Federal: respecto a las aportaciones 

que los patrones están obligados a electuar para el establecimiento de 

las Escuelas; controversias en matena de pensiones militares, etc. 

En las legislaciones anteriores no se reconocen derechos a los 

causantes hasta la ley orgánica de la Tesoreria de la Federación, en 

' Azuela Mariano. ExposlCIOn pubhcada en la reV1Sla del Tribunal Fiscal Oc la fede<acoón. 1956. 
pags. 173y 174. 
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donde se reconoce el derecho de los causantes para impugnar los 

cobros fiscales por medio de un juicio sumario. 

Después de haber dado un pequeño antecedente del Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa podremos entender de mejor 

manera su naturaleza jurídica. 

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa tiene las 

siguientes características: 

1 ).· Formalmente es una institución administrativa y materialmente 

realiza una función jurisdiccional; su fundamento se apoya en el 

artículo 104 fracción 1, párrafo segundo de la Constitución. 

"-.Art. 104.·""' Corresponde a los Tribunales de la 
Federación conocer: 

1-B .• De los recursos de revisión que se interpongan contra 
las resoluciones definitivas de los tribunales de lo 
contencioso-administrativo a que se refieren la fracción 
XXIX·H del articulo 73 y fracción IV. mciso e) del articulo 
122 de esta Constitución, sólo en los casos que señalen 
las leyes. Las revisiones, de las cuales conocerán los 
Tribunales Colegiados de Circuito, se sujetarán a los 
trámites que la ley reglamentaria de los articulas 103 y 107 
de esta Constitución fije para la revisión en amparo 
indirecto, y en contra de las resoluciones que en ellas 
dicten los Tribunales Colegiados de Circuito no procederá 
juicio o recurso alguno; 

2).· Esta colocado en el marco del poder ejecutivo y actúa por 

delegación de esté. 

3 



"El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
es un tribuna/ administrativo, dotado de plena 
autonomfa para dictar sus fallos, con Ja organización y 
atribuciones que esta Ley establece"! 

3),- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es un 

Tribunal de Derecho. 

4).- La competencia del Tribunal es ampliada por la reforma de 31 de 

diciembre de 2000 y la encontramos en el articulo 11 de la Ley 

Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

5).- Es un tribunal de justicia delegada, no de justicia retenida; o sea, 

que no tiene injerencia ningún poder en sus resoluciones, tiene pues 

una autonomla propia que le da la Ley positiva. 

6).- El Tribunal no tiene facultades para decidir sobre la 

inconstitucionalidad de una ley o un acto de autoridad, sólo debe 

limitarse a declarar la nulidad de los actos o procedimientos 

combatidos en los juicios contenciosos que se le planteen o bien 

reconocer la validez de tales actos y procedimientos. 

Podemos concluir diciendo que el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa es un órgano desconcentrado, que si bien 

pertenece al Poder Ejecutivo, realiza funciones de tipo jurisdiccional, 

• Miculo 1• de la Ley OrgAnoca del Tribunal Federnl de JuSlcta F1>ea> y Adm•11st:atro1a 

' 



pues es el encargado de dirimir las controversias entre los particulares 

y la Administración Pública Federal. 

1.2 Ley de Justicia Fiscal (1936) 

La Ley de Justicia Fiscal fue emitida con base en las facultades 

extraordinarias que el Congreso de la Unión concedió al Presidente de 

la República, el entonces General Lázaro Cárdenas. 

La Ley de Justicia Fiscal es el sustento del Tribunal Fiscal de la 

Federación ahora Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 

pues su creación esta fundamentada en esta Ley, a continuación. 

abordaremos algunos aspecto de la exposición de motivos de la citada 

Ley. 

La importancia de la creación de este Tribunal radica en que es 

más conveniente no sólo para los causantes sino para el Fisco. que la 

liquidación, el cobro de los impuestos y demás prestaciones que 

tengan que ver con lo relativo a las obligaciones fiscales no se lleva a 

cabo dentro de una legislación que en ese entonces presentaba 

interferencias carentes de apoyo jurídico y de utilidad práctica entre las 

autoridades judiciales y las autoridades administrativas. sin olvidar las 

garantias que el particular necesita aunado a un conjunto de principios 

que ordenen y regulen la liquidación y el cobro de tales prestaciones a 

través de los dos periodos que la doctrina reconoce y que son el 

periodo oficioso y el contencioso que es lo que sustenta al Tribunal 

Fiscal de la Federación pues es lo que tendrá a su cargo. 

s 



En los primero 21 artículos de la Ley de Justicia Fiscal, se 

establece el marco dentro del cual va a funcionar el Tribunal Fiscal de 

la Federaclón5 ahora Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, mismo que a continuación analizaremos. 

Se establece la creación del Tribunal y asimismo se le dota de 

· · autonomla. 

"Articulo 1º.- Se crea el Tribunal Fiscal de la Federación 
con las facultades que esta ley le otorga. 
El Tribunal Fiscal dictará sus fallos en representación del 
Ejecutivo de la Unión, pero será independiente de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Ptiblico y de cualquier 
otra autoridad administrativ,1". 

• La composición y el funcionamiento del Tribunal. 

"Articulo 2º.- El Tribunal Fiscal de la Federación se 
compondrá de quince Magistrados y funcionará en Pleno 
y en cinco Salas de tres Magistrados cada una. Tendrá 
un Presidente que durará en su encargo un año y podrá 
ser reelecto. El Magistrado designado como Presidente 
presidirá además la Sala de la que forme parte. 
El Presidente del Tribunal será suplido en sus faltas 
accidentales o en las temporales que no excedan de 
quince dias, por los Presidentes de las Salas en orden 
ntímero. En las faltas que excedan de dicho término, el 
Tribunal elegirá al Magistrado que deba sustituirlo. 
Cada Sala tendrá también un Presidente que durará en 
su encargo un año y podrá ser reelecto". 

'LL>y de Juslioa F1Scal, publocaó.1 en el O.atoo Olooal del d1a lunes 31 de a¡¡oslo de 1936. 
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• Nombramiento y remoción de los Magistrados integrantes del 

Tribunal. 

"Articulo 3.- Los Magistrados del Tribunal Fiscal de la 
Federación serán nombrados por el Presidente de la 
República a propuesta de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público y con ratificación del Senado, en los 
términos de la fracción 11 del artículo 76 de la 
Constitución; durarán en s11 encargo seis mios y no 
podrán ser removidos sino en los casos en que pueden 
serlo constitucionalmente los funcionarios del Poder 
Judicial de la Federación. La remoción será acordada 
por el Presidente de la República y sometida a la 
ratificación del Senado. 
En los recesos de la Cámara de Se11adores, los 
nombramientos que tenga que /Jacer el Presidente de la 
República por falta temporal que exceda de 11n mes o 
definitiva de alguno de los Magistrados, así como las 
remocio11es que acuerde, se ejecutarán 
provisionalme11te ". 

• Requisitos para sor Magistrado del Tribunal. 

"Artículo 4.- Para ser Magistrado del Tribunal Fiscal de la 
Federación, se requiere: ser ciudadano mexicano por 
nacimiento, mayor de veinticinco arios, de notoria buena 
conducta, no haber sido condenado por deltto contra la 
propiedad, abogado con titulo expedido por autoridad o 
corporación legalmente facultada para ello. con ci11co 
arios por lo me11os de práctica y conocimiento en 
materia fiscal. 
Los Magistrados del Tribunal Fiscal estarán impedidos 
para desemperiar cualquier empleo dependiente de la 
Federación, de los Estados o de algún particular, 
excepto los de carácter docente. También estarán 
impedidos para ejercer la profesión de abogado salvo en 
causa propia". 

7 



• Estructura interna del Tribunal. 

"Articulo 5º.- El Tribunal Fiscal de la Federación tendrá 
un secretario ge11eral de acuerdos, dos secretarios 
correspondie11tes a cada una de las Salas, los 
secretarios auxiliares 11ecesarios para el despacho, 
cuatro actuarios y un redactor del periodo de justicia 
fiscal de la Federació11; debiendo ser todos mexicanos, 
abogados con título expedido por autoridad o 
corporación legalmente facultada para otorgarlo, y de 
reconocida buena conducta. Tendrá asimismo, el 
Tribunal, los demás empleados que determine el 
presupuesto''. 

• Periodos vacacionales del Tribunal. 

"Artículo 6º.- El Trib1mal Fiscal tendrá dos periodos de 
vacaciones al afio, de diez dias cada 11110. en las fechas 
que seria/e el Pleno. 
Antes de iniciar el Tribunal Fiscal los periodos de 
vacaciones, el Pleno designará uno o más Magistrados 
que provea11 y despachen durante el receso todos los 
asuntos de trámite o resolución de notoria urgencia que 
no correspondan en definitiva al Pleno o a las Salas, 
dicten las órdenes o medidas provisionales también de 
carácter urgente, que exija el bue11 servicio de la justicia 
fiscal, debiendo dar cuenta al Presidente del Tribunal al 
rea11udar éste sus sesiones". 

• Do la publicidad de las sesiones del Tribunal. 

"Articulo 7'.- Las sesiones serán públicas a excepción 
de los casos en que la moral, el interés público o 
disposición legal exijan que sea11 secretas". 

8 



• Votación para las resoluciones del Pleno. 

"Articulo 8º.- Las resoluciones del Pleno y de las Salas 
se tomarán por mayoría de votos de los Magistrados 
presentes, quienes no podrán abstenerse de votar sino 
cuando tengan impedimento legal. En todo caso se 
requerirá la presencia de la totalidad de los Magistrados 
que integren las Salas, para que éstas puedan 
funcionar". 

• Composición del Pleno 

"Artículo 9º.- El Pleno se compondrá de todos los 
Magistrados que integren el Tribunal, pero bastará con 
la presencia de nueve de sus miembros para que pueda 
funcionar". 

• Supletoriedad del Código de Procedimientos Civiles. 

"Artículo 10º.- El Tribunal Fiscal de la Federación 
ajustará sus procedimientos a las disposiciones del esta 
ley. A falla de prevención expresa. aplicará las del 
Código de Procedimientos Civiles". 

• De la jurisprudencia emitida por el Tribunal. 

"Articulo 11 º. - La jurisprudencia del Tribunal Fiscal será 
obligatoria para el propio Tribunal. Las Salas. sin 
embargo, podrán dejar de aplicarla siempre y cuando 
llagan constar los motivos para la modificación. Cuando 
la jurisprudencia haya sido fijada por el Pleno, sólo éste 
podrá variarla. Si alguna de las Salas die/a un fallo en 
contra de la jurisprudencia del Pleno, la parte perjudicada 
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podrá ocurrir en queja dentro de los cinco días siguientes 
de la notificación. El Pleno, si encuentra fundado el 
agravio, revocará el fallo, salvo que éste deba subsistir 
por otros motivos legales o que el Tribunal resuelva 
cambiar su jurisprudencia". 

• De la responsabilidad de los miembros del Tribunal. 

"Artfculo 12º.- Los miembros del Tribunal Fiscal de la 
Federación sólo serán responsables en los casos en que 
conforme al Código Penal lo son los funcionarios del 
Poder Judicial". 

• Facultades del Pleno del Tribunal. 

"Articulo 13º.- Serán facultades del Pleno: 
/.-Designar al Presidente del Tribunal Fiscal. 
//. - Fijar la adscripción de cada uno de los Magistrados. 
fil.- Nombrar y remover a los secretarios y actuarios. 
IV.- Conceder licencias por treinta dias con goce de 
sueldo, y hasta por un ario sin él, siempre qlle para ello 
exista causa justificada, a juicio del Tribunal. 
V.- Establecer tas reglas para la distribllción de tos 
asuntos entre las diversas Salas del Tri/Jllnal, y en 
general tomar las medidas que sean necesarias para el 
despacho expedito de los negocios; 
VI.- Intervenir, a instancia de alguno de los Magistrados 
o de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, para 
fijar la jurispmdencia del Tri/Jllnal cuando las Salas 
dicten resoluciones contradictorias; 
VII.- Formular anualmente el proyecto de presupuesto 
del Tribunal Fiscal y remitirlo a la Secretaria de 
Hacienda y Crédito Público; 
VIII.- Fomwlar el Reglamento interior para el 
funcionamiento del Pleno y de las Salas. 

10 



• De las facultades de las Salas del Tribunal. 

"Articulo 14º.- Las Salas del Tribunal Fiscal de la 
Federación conocerán de los juicios que se inicien: 
/.- Contra las resoluciones de la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público, de sus dependencias o de cualquier 
organismo fiscal autónomo que, sin ulterior recurso 
administrativo, determinen la existencia de un crédito 
fiscal, fo fijen en cantidad líquida o den las bases para su 
liquidación; 
U.- Contra las resoluciones dictadas por autoridades 
dependientes del Poder Ejecutivo que constituyan 
responsabilidades administrativas en materia fiscal; 
m.- Contra los acuerdos que impongan sanciones por 
infracción a las leyes fiscales. 
IV.- Contra cualquier resolución diversa de las 
anteriores, dictada en materia fiscal y que cause un 
agravio no reparable por algtín rocurso administrativo; 
V.- Contra el ejercicio de la facultad económico-coactiva 
por quienes. f1abiendo sido afectados con ella, afirmen: 
1.- Que el crédito que se les exige se han extinguido 
legalmente; o 
2.- Que el monto del crédito es inferior al exigido; o 
3.- Que son poseedores, a titulo de propietarios, de los 
bienes embargados o acreedores preferentes al Fisco. 
para ser pagados con el producto efe los mismos. El 
tercero deberá. antes de iniciar el juicio, formular su 
instancia ante la oficina ejecutora; o 
4.- Que el procedimiento coactivo no sa ha ajustado a la 
ley. En esta tí/limo caso. la oposición no podía hacarse 
valer sino contra la resolución que apruabe el remate 
salvo que se trate de resoluciones cuya ejecución 
material sea de imposible reparación. 
VI.- Contra Ja negativa de una autoridad competente 
para ordenar la devolución de un impuesto, derecho o 
aprovecf1amiento ilegalmente percibido; y 
VU.- Por la Secretaria de Hacienda para que sea 
nulificada una decisión administrativa, favorable a un 
particular. 
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En estos casos, cuando con la nulidad deba tomar 
nacimiento un crédito fiscal, admitida Ja demanda, la 
Secretar/a podrá ordenar que se practique un embargo 
precautoria, salvo que el interesado otorgue garantía en 
los términos de Jos artículos 42 y 45". 

• De la no discusión de la existencia del crédito fiscal, con base en Ja 

fracción V del articulo 14. 

"Articulo 15.- En los juicios que se interpongan por 
alguna de las causas que se1iafa fa fracción V del 
artfculo anterior, no podrá discutirse la existencia del 
crédito fiscal". 

• Del silencio de las autoridades fiscales. 

"Articulo 16.- El silencio de las autoridades fiscales se 
considerarán como resolución negativa cuando no den 
respuesta a la insla11cia de un parlicular en el térmi110 
que la ley fije o, a falla de lérmi110 estipulado, en nove11ta 
días". 

• Del procedimiento a seguir en las Salas, conforme al turnó. 

"Artículo 17. - Los Magistrados de las Salas se turnarán 
sema11ariame11te para el ejercicio de las siguientes 
facultades: 
l.· Dar entrada a las demandas y rechazarlas cuando no 
se ajusten a Ja ley. 
//.- Proveer sobre la suspensión del procedimie11to 
admi11istrativo. a cuyo efecto determi11ará la garantía que 
debe prestar. resolverá sobre su admisión y, cuando 
proceda, dispensará su otorgamiento; y 
111.- Sobreseer en Jos juicios en casos de desestimienlo 
del actor o revocación administrativa de la resolución 
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impugnada, siempre que, en este último supuesto, la 
resolución no haya dado nacimiento a derecho a favor 
de alguna de las partes". 

• De la reclamación ante las Salas del Tribunal. 

"Articulo 18.- Contra fas resoluciones a que alude el 
artfcufo anterior, podrá reclamarse ante la Sala 
correspondiente dentro de los tres dfas posteriores a fa 
notificación. La Sala resolverá en la misma sesión en 
que se dé cuenta con el recurso, sin que el Magistrado 
que haya dictado el acuerdo, pueda excusarse. 

• De las facultades del Presidente del Tribunal. 

"Articulo 19.- Será11 facultades del Presidente del 
Tribunal Fiscal: 
f.- Turnar los asuntos al Pleno 
/f.- Dirigir los debates del Pleno 
/fl. - Nombrar y remover al personal administrativo del 
Tribunal y co11cederle licencias por términos 110 mayores 
de tres dias; 
IV.- Dictar las órdenes relacionadas con el ejercicio del 
Presupuesto del Tribunal Fiscal; 
V.- Co11ocer de los demás asuntos administrativos del 
Tribunal Fiscal. 

• De la irrecusabilidad de los Magistrados del Tnbunal. 

"Articulo 20º.- No son recusables los Magistrados del 
Tribunal Fiscal de la Federación; pero bajo su 
responsabilidad manifestarán que están impedidos para 
conocer en los siguie11tes casos: 
/.-Si son parientes consanguíneos o afines de alguna de 
las partes, sus patronos o representantes: en linea recta 
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sin limitación de grado, dentro del cuarto grado en la 
colateral por consanguineidad y en el segundo de la 
colateral por afinidad; 
//.- Si tienen interés personal en el negocio; 
///.- Si han sido patronos o apoderados en el mismo 
negocio; 
IV.- Si /mn dictado la resolución impugnada o han 
inteNenido con cualquier carácter en la emisión de la 
misma o en su ejecución; 
V.- Si figuran como partes en un juicio similar, pendiente 
de resolución; 
VI.- Si tienen amistad estreclia o enemistad con alguna 
de las partes, sus patronos o apoderados". 

• De los impedimentos para los Magistrados del Tnbunal. 

"Articulo 21º.· Manifestada por un Magistrado la causa 
de impedimento o alegada por alguna de las partes, 
pasará el asunto al Pleno, el que calificará la excusa y 
designará en su caso al Magistrado que deba sustituir al 
impedido. Cuando se ofrezca prueba, el Presidente 
antes de dar cuenta el Pleno. la recibirá en una 
que citará al efecto dentro de los tres dias siguientes a 

la promoción. 

Asi pues, podernos concluir diciendo que s1 bien es cierto la Ley 

de Justicia Fiscal es el sustento del Tribunal Fiscal de la Federación 

ahora Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Adm1111stra1iva, también lo es 

que definitivamente se necesitaba algo más complejo que sólo 

veintinueve artlculos en donde se estableciera desde su estructura. 

hasta su competencia, dada la trascendencia de sus funciones. 
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1.3 Justificación del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa. 

Corno ya lo mencionarnos en parrales anteriores, el 30 de 

diciembre de 1935, el Congreso de la Unión concedió al Presidente de 

la República, el General Lazara Cardenas, facultades extraordinarias 

para la organización de los servicios hacendarías; y éste, haciendo uso 

de tales facultades emitió, con fecha 27 de agosto de 1936, la Ley de 

Justicia Fiscal, la cual entró en vigor el 1º de enero de 1937. 

Este ordenamiento, por primera vez en México, pretendía regular 

las controversias suscitadas con motivo de las resoluciones emitidas 

por las autoridades dependientes del Poder Ejecutivo Federal en 

materia fiscal, a través de un organismo jurisdiccional especializado, 

independiente, tanto de la Secretarla de Hacienda y Crédito Público, 

como de cualquier otra autoridad administrativa. 

Dicho organismo por disposición expresa del articulo 1 º de la 

señalada ley, fue denominado, 'Tribunal Fiscal de la Federación'. 

"El Tribunal Fiscal de la Federación, a su nacimiento absorbió la 

competencia que hasta esa fecha habían tenido diversos organismos 

de carácter fiscal, tales como: el Jurado de Infracciones Fiscales y la 

Junta Revisora del Impuesto Sobre la Renta, organismos que quedaron 

suprimidos al entrar en funciones el nuevo órgano jurisdiccional".6 

15 



Igualmente se derogaron los preceptos de la Ley Orgánica de la 

Tesorería de la Federación y del Código Federal de Procedimientos 

Civiles que estableclan y regulaban un juicio sumario de oposición en 

materia fiscal ante los Tribunales Federales; conforme a lo dispuesto 

por el articulo 5º transitorio de la referida Ley de Justicia Fiscal. 

Primeramente conviene reiterar que la aparición del Tribunal 

Fiscal en la historia juridica de México, constituye un objetivo de la 

misma, debido a que por vez primera se estructura un organismo 

jurisdiccional de carácter administrativo que, resultaba dependiente 

formalmente del Poder Ejecutivo, se encontraba dotado de plena 

autonomla on sus fallos y constituia un organismo diferente al poder 

administrativo en si mismo, ya qua el procod1micnto y la estructura 

interna del Tribunal demostraba su naturaleza de organismo 

jurisdiccional independiente y autónomo de la administración . 

La aparición del Tribunal, por otra parte, viene a romper la 

tradición formal del sistema constitucional mexicano. 

En efecto, de acuerdo a la Constitución Polilica de México de 

1917, la estructura politica del Estado Mexicano descansa en la 

división tripartita de poderes, siendo éstos: el Poder Ejocut1vo, Poder 

Legislativo y el Podar Judicial de conformidad con el articulo 49. 

"Articulo 49.- El Supremo Poder de la Federación se 

divide, para su ejercicio. el Legislativo, Ejecutivo y 

Judicial. 

6 Tribunal Fiscal de la Fedemoón Call!llilL~.Mos Too10 11. 1• Edo<>On 1982. Pag 165 
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No podrán reunirse dos o más poderes en una sola 

persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un 

individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias al 

Ejecutivo de la Unión conforme a lo dispuesto en el 

articulo 29. En ningún otro caso, salvo de dispuesto en el 

segundo párrafo del artículo131, se otorgarán facultades 

extraordinarias para legislar.,, 

Desde el punto de vista doctrinal, el Poder Judicial es el 

encargado de dirimir las controversias derivadas de la aplicación de la 

Ley y por ende, siguiendo este lineamiento, lo razonable era que el 

incipiente Tribunal quedara encuadrado dentro del Poder Judicial y no, 

como la ley lo establecía dentro del Poder Ejecutivo. 

Las razones históricas del surgimiento del Tribunal debemos 

buscarlas en la gran influencia que el derecho administrativo francés 

ejercía en ese entonces en nuestro derecho: asi como la denominada 

Tesis Mariscal por haber sido sostenida por el ilustre tratadista de ese 

nombre y quien afirmaba la necesidad de una ley reglamentaria a 

efecto de regular las contiendas entre la administración pública y los 

administrados. 

La creación del Tribunal, originó muchos problemas tanto para los 

estudiosos del derecho como para la Suprema Corte de Justicia de ta 

Nación, a la cual se le planteó el problema del nuevo Tribunal, atacado 

de vulnerar el principio de la división de poderes. 

r Conslllución Pollttea de los Eslados Unidos Menc:anos 
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Doctrinalmente, esta cuestión fue resuelta mayoritariamente a 

favor de la constitucionalidad del Tribunal, ya que siguiendo la llnea 

francesa se consideró que la existencia del Tribunal Administrativo no 

rompia, los principios de nuestra estructura politico-juridica y que por lo 

mismo su existencia era valedera y procedente conforme al nuevo y 

moderno desarrollo de la Administración Pública, como se consigna en 

la propia exposición de motivos de la Ley de Justicia Fiscal y que a 

continuación se transcribe: 

"En cuanto al problema de validez constitucio11al de la ley 

que crea un tribunal administrativo en sentido formal, /Ja 

de resolverse afim1ativamente, pues si bie11 como 

únicamente se reconoce en la doctrina mexicana, no 

pueden crearse tribunales administrativos independientes 

en absoluto, esto es, con capacidad para emittr fallos no 

sujetos ya al examen de ninguna autoridad. dado que 

existe la sujeción. ya apuntada, a los tribunales federales 

en via de amparo, nada se opone, e11 cambio, a la 

creación de tribunales administrativos que aunque 

independientes de la Administración activa, no lo sean del 

Poder Judicial. 

Por lo demás es innegable que la jurisprudencia 

mexicana, a partir sobre todo de 1929, /Ja consagrado de 

una manera definitiva que las leyes federales, y en 

general todas las leyes, pueden conceder u11 'recurso o 
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medio de defensa para el particular perjudicado', cuyo 

conocimiento atribuyan a una autoridad distinta de la 

autoridad judicial y, naturalmente, en un procedimiento 

diverso del juicio de amparo. Más aún, la jurisprudencia 

de la Suprema Corte ni siquiera /1a establecido que ese 

recurso o medio de defensa sea paralelo respecto del 

juicio de amparo, sino que inclusive /Ja fijado que la 

prosecución de aquél constituya un trámite obligatorio 

para el particular, previo a la interposición de su demanda 

de garanlfas. Esta tesis de la Corte no solamente lw 

sancionado los recursos propiamente administrativos (el 

de oposición ante la propia autoridad llamado entre otros 

de 'reconsideración' y el jerárquico) sino también los 

procedimientos jurisdiccionales: la Junta Revisora del 

Impuesto Sobre la Renta, el Jurado de Infracciones 

Fiscales y el Jurado de Revisión del Departamento del 

Distrito (para no citar sino unos cuanto ejemplos típicos) 

flan podido funcionar sin que en ningún momento la 

Suprema Corte liaya objetado su inconstitucionalidad". 8 

Asi pues podemos terminar diciendo que el Tribunal Fiscal de la 

Federación nació en 1936, a través de la Ley de Justicia Fiscal 

expedida por el Presidente de la República en uso de sus facultades 

extraordinarias que para legislar le otorgó el Congreso de la Unión. 

Surgió en ese año como un tribunal administrativo, adoptando los 

rasgos lipicos de su modelo, el Consejo de Estado de Francia. 

'E•poslcióo de motrvos de la Ley de JustJCJa Fiscal 
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Acogió para el inicio de su vida la semblanza de un tribunal de 

juslicia delegada, corno lo hizo el francés. Desde sus inicios se le 

reconoció aulonornla propia: • ... será independiente de la Secretarla de 

Hacienda y Crédito Público y de cualquiera otra autoridad 

adminislrativa' .9 

Al respecto de la autonomia el Lic. Alfonso Nava Negrete al 

celebrarse los cincuenta años del Tribunal expresó: "por principio, es el 

galardón más preciado que pronto supo conquistar y que ha sabido 

conservar su autonomia. Es imposible pensar en la existencia de un 

tribunal si no goza de autonomia para dictar sus sentencias. Es esta 

autonomia reside la moral del tribunal. En el instanle en que se pierde 

la autonomla se pierde la autoridad moral, se pierde la confianza 

pública y la individual de los ciudadanos". 10 

' Aniculo 1• de la Ley do Justoa Fiscal. ·so crea el Tnbuoal Foscal do la Fooemaón con tas 
lacullades que esta ley lo otorga El Tnbunat Fiscal doctaro sus !altos en reproseotaclOn del 
E¡ecutivo, pero SOfO indc!pond""1tc de la Seaetarla de liacoenda y Crédrto PUbhco y do cualqu>t.'< 
otra aul0<idad administratrva· 
" Nava Ncgiete, Allonso Leg~!Ó!LCl!!lll!ll!adiUl«L.linl1'1itAll!tlt!nlral!Ya Tllbunal focal de la 
FedOfación. Mexico 1986. Pilg 9. 
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CAPITULO 11 

Garantías Individuales 

1.1 Concepto 

La palabra 'garantla' proviene del término anglosajón warranty o 

waran!ie, que significa la acción de asegurar, proteger, defender o 

salvaguardar, por lo que tiene una connotación muy amplia. 

El Lic. José Luis Soberanes da una definición de lo que son las 

Garantlas Constitucionales diciendo, que no son otra cosa que las 

garantfas individuales consagradas en la Constitución, ·en un estricto 

sentido técnico-jurídico, se entiende por garantía constitucional el 

conjunto de instrumentos procesales, establecidos por la norma 

fundamental, con objeto de restablecer el orden constitucional cuando 

el mismo sea transgredido por un órgano de autoridad político"." 

Para el Dr. Ignacio Burgoa Orihucla el concepto do garantía 

individual se forma con las siguientes explicaciones: 

·1 .. Relación jurídica de supra a subordinación entre el gobernado 

(sujeto activo) y el Estado y sus autoridades (sujetos pasivos). 

•· OÍCCIOnano Juridoco Mexicano. lnsbtuto do lnVMl"J8Cioncs Jurld""'s UNAM. Edltonal Porrua S A 
e• c v. Moxico 1998. Pág 1512. 
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2.- Derecho público subjetivo que emana de dicha relación a favor 

del gobernado (objeto). 

3.- Obligación correlativa a cargo del Estado y sus autoridades, 

consistente en respetar el cansabido derecho y en observar o cumplir 

las condiciones juridicas del mismo (objeto). 

4.- Previsión y regulación de la citada relación por la Ley 

Fundamental (fuente)."12 

Las garantias individuales también han sido llamadas muchas 

veces "derechos del hombre", pero siguiendo al mismo autor vemos 

que no son lo mismo. 

"El nexo lógico juridico que media entre las garantías individuales 

o del gobernado y los 'derechos del hombre', como una de las especies 

que abarcan los derechos públicos subjetivos. Los derechos del 

hombre se traducen sustancialmente en potestades inseparables e 

inherentes a su personalidad; son elementos propios y consustanciales 

de su naturaleza como ser racional, independientemente de la posición 

jurídico-positiva de esos elementos, en el sentido de investirlos de 

obligatoriedad e imperatividad para atribuirles respetabilidad por parte 

de las autoridades estatales y del Estado mismo. Por ende, los 

derechos del hombre, constituyen, en términos generales, el contenido 

parcial de las garantlas individuales, considerando a éstas como meras 

"Burgoa O<~iucl Ignacio Las Gam01ias lnd¡y!diJll!ll¡, Ed1lo11al Porrua, SA de C.V Meuco 1996. 
Pág 165 
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relaciones jurídicas entre los sujetos de que hemos hablado: 

gobernados, por un lado y Estado y autoridades por el otro". 13 

Así podemos concluir que los derechos del hombre no son 

garantlas individuales. 

Las garantías individuales en su origen, no son elaboradas por 

jurislas, politólogos o sociólogos, ni nacen como producto de una 

reflexión de gabinete. Son auténticas vivencias de los pueblos o de 

grupos que constituyen a éstos, quienes se las arrancan al soberano 

para lograr el pleno reconocimiento de libertades y atribulas, que se 

supone corresponden a la persona humana por el simple hecho de 

tener esta calidad. 14 

Asl pues, podemos concluir que las garantías individuales son los 

derechos mlnimos con que todo gobernado debe contar, y que se 

encuentran consagradas en los primeros veintinueve articulas de 

nuestra Constitución General de la República. Estas garantías 

individuales participan del principio de supremacía constitucional 

consagrada en el articulo 133 de nuestra Carta Magna,15 ya que tienen 

prevalencia sobre cualquier norma o ley secundaria que se les 

contraponga, tan es asi que el juicio de amparo tiene como finalidad 

proteger todo este cumulo de garantías. 

"ldcm. Pág 186 
"J11ventino V. Cast10 y Castro. Gmaoli.ai.Y..Llc!wil!ll Ed•I011al PooU... S A de C.V .. México 1995 
Pág 3. 
"Const1tuetón Política de los Estados Unodos Me•ICOOOS 
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"Articulo 133.-Esta Constitución, las leyes del Congreso de 

la Unión, que emanen de ella y todos los Tratados que estén de 

acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el 

Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la 

Ley Suprema de lada la Unión. Los jueces de cada Estado se 

arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las 

disposiciones en contrario que pueda haber en la Constitución o 

leyes de los Estados." 

La Constitución comienza con la declaración de garantías 

individuales, y así se intitula el capitulo 1, del título primero. Podemos 

decir que ésta es la parte axiológica de la ley fundamental y la causa 

base de toda la organización política. 

Después de lo mencionado anteriormente se puede concluir que 

las garantlas individuales son los derechos minimos con los que debe 

contar todo ser humano, sin ser derechos humanos, y para las cuales 

existe como medio de protección el juicio de amparo. 

2.2 Clasificación 

En la Constitución de 1917, se hizo la primera clasificación de las 

garantías individuales dentro de las que se mencionan: 1 ).- de goce, 

para todo individuo, de las garanlias otorgadas en la Constitución; 2).

prohibición de la esclavitud; 3) igualdad de derechos sin distinción de 

sexos; 4) prohibición de títulos de nobleza, prerrogativas y honores 

hereditarios; 5) prohibición de fueros y 6) prohibición de ser sometidos 



a proceso con apoyo en leyes privativas o a través de tribunales 

especiales. Las garantías de libertad se dividen en tres grupos: a) las 

libertades de Ja persona humana: b) las libertades de Ja persona 

clvica, y c) las libertades de Ja persona social. 

Para clasificar en términos generales las garantias individuales 

disponemos de dos criterios fundamentales: uno que parte del punto de 

vista de la lndole formal de la obligación estatal que surge de la 

relación jurldica que implica la garantía individual, y otro que toma en 

consideración el contenido mismo de los derechos públicos subjetivos 

que de la mencionada relación se forman en beneficio del sujeto activo 

o gobernado. 

Tomando en consideración el segundo punto de vista a que 

aludimos con antelación, esto es, el consistente en el contenido del 

derecho subjetivo público que para el gobernado se deriva de la 

relación jurldica en que se manifiestan las garantias individuales, éstas 

pueden ser: de igualdad, de libertad, de propiedad y de seguridad. 16 

En la declaración francesa de 1789 fue adoptada la clasificación 

que hemos mencionado, se estableció que los derechos naturales e 

imprescripctibles del hombre 'son la libertad, la propiedad, Ja seguridad 

y la resistencia a la opresión', y aunque no menciona expresamente 

dentro de estos tipos a la igualdad, su articulo primero hace alusión a 

ella como condición humana natural. 
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Asimismo, muchos de nuestro tratadistas, suelen utilizar un 

sistema de agrupamiento, que comprende a las garantías individuales 

en los siguientes apartados: garantías de igualdad, garantías de 

libertad, garantías de propiedad y garantías de seguridad jurídica. Lo 

cual nos hace recordar lo establecido por los primeros tres articulas del 

Plan de la Constitución Mexicana de 28 de mayo de 1823, y que 

señalan las primeras tres como 'derechos del ciudadano', 17 que 

textualmente establece: 

Sus derechos son: 

Articulo 1 º El de libertad, que es el de pensar, hablar, 

escribir, imprimir y hacer todo aquello que no ofenda los 

derechos de otro. 

Articulo 2º.- El de igualdad, que es el de ser regidos por 

una misma ley sin otras distinciones que las establecidas 

por la misma. 

Articulo 3º El de propiedad, que es el de consumir, 

condonar, vender. conservar o exportar to que sea suyo, 

sin más limitaciones que las que designe la ley. 

Como otro dato relacionado a lo anterior tenemos que en el Acta 

de Reformas de 184 7 se establece que para asegurar los derechos del 

hombre que la Constitución reconoce, una ley fijará las garantías de 

" Burgoa ümucla Ignacio, ob 01 Pag 192 
"Fchpc Tena Ramlrcz, L~~~A!C!L 1808·1978. Pag 146 
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libertad, seguridad, propiedad e igualdad de que gozan todos Jos 

habitantes de la República. 18 

1.3 Garantia de audiencia 

La garanlia de audiencia, es una de las más importantes dentro 

de cualquier régimen jurldico, ya que implica Ja principal defensa de 

que dispone todo gobernado frente a actos del Poder Público que 

tiendan a privarlo de sus más caros derechos y sus más preciados 

intereses, está consagrada en el segundo párrafo del articulo 14 de 

nuestra Constitución y ordena: 

"Nadie puede ser privado de la vida, de la libertad, de sus 

posesiones, propiedades o derec/10s. sino mediante juicio 

seguido ante los tribunales previamente establecidos. en el 

que se cumplan las formalidades esenciales del 

procedimiento y conforme a las leyes expedidas con 

anterioridad al liecho. • 

Para el Maestro Burgoa, la garantía de audiencia de nuestro 

actual articulo 14 constitucional se integra mediante cuatro garantías 

especificas de seguridad jurídica. necesariamente concurrentes, y que 

son: el juicio previo al acto de privación: que dicho juicio se siga ante 

tribunales previamente establecidos: el cumplimiento o la observancia 

de las formalidades procesales esenciales: y la decisión jurisdiccional 

ajustada a las leyes vigentes con antelación a la causa que origine el 

11 Burgoa Or.hucla lgnacK>. ob c11 Pag 193 
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juicio. Formándose la garantla de audiencia mediante la conjunción 

indispensable de tales cuatro garantlas especificas, asi el gobernado 

encuentra una verdadera y sólida protección a sus bienes jurldicos 

integrantes de su esfera subjetiva de derecho. 19 

Así Alfonso Noriega sostiene refiriéndose al segundo párrafo del 

articulo 14 constitucional, que la garantla de audiencia está 

determinada en ese lugar por tres conceptos, formulados en el sentido 

de que nadie puede ser privado de sus derechos fundamentales, sino 

mediante juicio, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 

procedimiento y ante los tribunales previamente establecidos.20 

Al respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha 

pronunciado estableciendo un criterio en el cual se da una 

interpretación a la garantía de audiencia consagrada en el articulo 14 

Constitucional. 

"AUDIENCIA, GARANTIA DE. La garantía do audiencia que 

consagra al artículo 14 do la Constitución Foderal debe 

inte1pretarse en o/ son/ido do qua las autoridades 

administrativas, previamonto a la omisión de cualquier acto 

qua implique privación do derechos rospotando los 

procedimientos qua lo contengan. tionon la obligación de dar 

oportunidad a los agraviados para que expongan lo que 

consideren conveniente en defensa do sus intereses. Lo 

anterior implica que so otorgue a los afectados un término 

-----------
"lbodcm. Pág 548 
"'Crl Castro y Cns~o Juvcnhno Ob. ot Pag. 5. 
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razonable para que conozcan las pretensiones de la autoridad 

y aporten las pruebas legales que consideren pertinentes para 

defender sus derechos1
' •• 

Amparo en revisión 6399/80. Comisariado cjidal del poblado 
denominado "Crcel", Municipio de Bocoyna, Chihuahua. 2 do julio 
de 1981. Unanimidad de cualro volos. Poncnle: Jorge lñárrilu. 

La titularidad de la garantia de audiencia corresponde a todo 

sujeto como gobernado, esto se desprende de la lectura del propio 

articulo 14 Constitucional. 

Los bienes jurídicos tutelados por está garantía son: la vida, la 

libertad, la propiedad, la posesión y los derechos del gobernado. 

a) Vida.- la existencia de la misma frente a los actos de autoridad 

que pretendan hacer de olla objeto de privación. 

b) Libertad.- como la facultad genérica natural del individuo 

consistente en la forjación y realización de fines vitales. 

c) Propiedad.- está protegida con base en tres derechos 

subjetivos que son: el do uso, el de disfrute y el do posesión 

de la cosa. 

d) Posesión.- Se protege de manera análoga que la cuestión 

anterior de propiedad. 

e) Derechos.- Comprende cualquier derecho subjelivo sea real o 

personal. 

"SCpluna tpoca, lnslancsa: Segunda Sala. Scmanano Judoc.al do la Ft'deraoón. Ytllurnen 151·156 
Tercera Parto Pógina 108. numero do rcgcstro 237677 
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La Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales 

Colegiados se han pronunciado en diversas ocasiones respecto a la 

garantia de audiencia y entre sus criterios, los más destacados son los 

siguientes: 

AUDIENCIA, RESPETO A LA GARANTIA DE. DEBEN DARSE 

A CONOCER AL PARTICULAR LOS HECHOS Y MOTIVOS 

QUE ORIGINAN EL PROCEDIMIENTO QUE SE INICIE EN SU 

CONTRA. La garantía de audiencia consiste fundamentalmente 

en la oportunidad que se concede al particular do intervenir para 

poder defenderse, y esa intervención so puede concretar en dos 

aspectos esrmciales, a saber: la posibilidad de remhr pruebas 

que acrediten los hechos en que so finque la defensa; y la do 

producir alega/os para apoyar esa defensa con las 

argumentaciones jurídicas que se estimen pertinentes. Esto 

presupone, obviamente, la necesidad de que los hechos y datos 

en los qua la auloridad so basa para inicwr im procedimiento 

que puedo culminar corr privación do dereclros, sean del 

conocimiento del particular, lo que se tracfuce siempre en un 

acto do notificación que fierre por finalidad que aquel se entero 

de cuáles son esos free/ros y as/ este en aptitud do e/ofenderse. 

Do lo contrario ta ,wdioncia resultaría prácticamente mut1/, 

puesto que el ptosunto afectado no estatia en condiciones de 

saber qué pruebas aportat o qué alegatos formular a fm de 

contradecir los argumentos de la autoridad, si no conoce las 

causas y los hechos en que ésta se apoya para miciar un 

procedimiento que pudiera afectarlo en su osfeta jurídica -<l 

12 5epllma Epoca, lnstanaa. Segunda Sala, St.~lt'Vl.'lflO Judicial oc l.1 fOOctac>On Tomo 199·204. 
Tercera Parte Pag 85 
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Amparo en revisión 2592185. Luis Salido Quiroz. 13 de 
noviembre de 1985. Unanimidad de cuatro votos. 

Amparo en revisión 1487185. Arce/ia Velderráin de Chacón. 25 
de noviembre de 1985. Unanimidad de cuatro votos. 

Amparo en revisión 1558185. Olivia Melis de Rivera. 25 do 
noviembre de 1985. Unanimidad de cuatro votos. 

Amparo en revisión 1594185. Ricardo Salido /barra. 25 de 
noviembre de 1985. Unanimidad de cuatro votos. 

Amparo en revisión 1598185. Dinora Toledo de Ruy Sánc/1ez. 25 
de noviem/Jre de 1985. Unanimidad de cuatro votos. 

AUDIENCIA, GARANTJA DE, REQUISITOS QUE DEBEN 

CONTENER LAS LEYES PROCESALES EN RESPETO A LA. 

De acuerdo con el espíritu que anima el ar11cu/o 14 

constitucional, a fin de que la ley que establece un 

procedimiento administrntivo, satisfaga fa garantía de audwncia, 

debe darse oportunidad a los afectados para que sean oídos en 

defensa, antes de ser privados de sus propiedades. posesiones 

o derechos, con la única condición de que se respeten las 

formalidades esenciales de todo procedimiento. Este debe 

contener "etapas procesales". las que pueden reducirse a 

cuatro: una etapa primaria. en la cual se entere al afectado 

sobre la materia que versará el propio procedimiento. que se 

traduce siempre en un acto de notificación. que tiene por 

finalidad que conozca de la existencia del procedimiento mismo 

y dejarlo en aptitud de preparar su defensa: una segunda, que 

es la relativa a la dilación probatoria. en que pueda apor1ar los 

medios convict1vos que estime per1inentes; la subsecuente es la 
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relativa a los alegatos en que se dá oportunidad de exponer las 

razones y consideraciones legales correspondientes y, por 

último, debe dictarse resolución que decida sobre el asunto23• 

Amparo en revisión 849/78. Osear Femández Garza. 14 de 
noviembre de 1978. Unanimidad de dieciocho votos. Ponente: 
Mario G. Rebolledo. Secretario: Juan Manuel Arredondo Ellas. 

AUDIENCIA, GARANTIA DE, FRENTE A LAS LEYES 

AUTOAPLICA TIVAS. Este Tribunal en Pleno lia resuello, en 

reiteradas ocasiones, que la autoridad legislativa está obligada, 

según el arl/cu/o 14 constitt1cio11a/, a establecer en fas leyes un 

procedimiento para qt1e los particulares afectados pt1edan 

impt1gnar los actos do aplicación. Así se desprende de la 

jurisprudencia publicada en la página 333 de la Primera Parle 

del Informe de 1982, intitt1/ada: "AUDIENCIA, GARANTIA DE. 

OBLIGACIONES DEL PODER LEGISLATIVO FRENTE A LOS 

PARTICULARES". En la especie se reclaman los artiw/os 25, 

26 y cuarto transitorio de la Ley Aduanera y 91, 92, 93 y 

segundo transitorio de su reglamento, por su sola expedición, 

ordenamientos qt10, por ser autoap/1calivos (en los preceptos 

que se reclaman), por si mismos lran afectado la esfera jt1ridica 

do la qt1ojosa; poro de esto no debe desprenderse que antes de 

la expedición do la mencionada ley y su reglamento. el 

Congreso de Ja Unión y el presiden/e de fa Repúb/lca, 

respectivamente, debieron o/r en defensa a fa ampansta. pues 

como claramente se dice en la jurisprudencia antes mencionada, 

las autoridades legislativas no están obligadas a llegar a ese 

extremo, además de que en el proceso de formación de las 

"SCplima ~poca. lnsranoa: Pleno, ScmananoJudocial de la Fed«oc""1Tomo115-120 Pag 15 
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leyes y reglamentos no pueden intervenir los parliculares. El 

arl/cu/o 14 constitucional obliga a ta autoridad legislativa 

(incluyendo al presidente de la República, quien al expedir 

reglamentos realiza actos materia/mente legislativos) a 

establecer en las leyes un procedimiento para que los afectados 

impugnen los actos de las autoridades aplicadoras, y aun 

cuando se trate do una ley de aplicación automática. no es 

lógico ni jt1rldico decir que la autoridad legislativa debió oír, 

previamente a la expedición del ordenamiento respectivo, a los 

afectados, ya que tanto las /oyes como los reglamentos son 

actos de soberanla del Estado, en cuya formación sólo 

interviene o/ poder público, conforme a lo dispuesto por los 

arllcu/os 71, 72, 73 y 89, fracción l. de la Constitución Federat1
' 

Amparo en revisión 4079183. Central de Aduanas de Acapulco, 
S. A. 4 do septiembre de 1984. Unanimidad de dieciocho votos. 
Ponente: Maria Cristina Salmarán de Tamayo. 

AUDIENCIA, ALCANCE DE LA GARANTIA DE. En los casos 

en que Jos actos reclamados impliquen privación de derec/10s. 

existe la obligación por parle de las autoridades responsables de 

dar oporl11nidad al agraviado para q11e exponga todo cuanto 

considere conveniente en defensa de s11s intereses: obligación 

que resulta inexCLJsable aun cuando la ley que 11ge el acto 

reclamado 110 establezca tal garantía toda vez que el articulo 14 

de la Constitución Federal impone a todas las autoridades tal 

obligación y, consecuentemente, su inobservancia dejaria a su 

arbitrio decidir acerca de los intereses de los particulares. con 

" Séptima tpoca, lnslanoa Pleno. Scmanar>0 Judooa/ de ta Federnoón Tomo t87·192 P"mern 
Parte, phg. 20. 
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violación de la garanlla establecida por el invocado precepto 

conslituciona/25 

Amparo en revisión 3364149. Joaquln Velázquez Pineda y 
coags. 11 de julio de 1949. Unanimidad de cuatro votos. 

Amparo en revisión 4722170. Poblado de Las Cruces (ahora 
Francisco /. Madero), Municipio de Lagos de Moreno, Jalisco. 25 
de febrero de 1971. Cinco votos. 

Amparo en revisión 3372173. Carmen Gómez de Mendoza. 14 
de maizo de 1974. Cinco votos. 

Amparo en revisión 2422173. Adolfo Cárdenas Guerra. 28 de 
maizo de 1974. Cinco votos. 

Amparo en revisión 2712173. Emes/o Etias Cañedo. 18 de 
septiembre de 1974. Unanimidad de cuatro votos. 

" Séphma ~. Instancia: Segunda Sala. Apéndice do 1995. Tomo VI. Pat1o SCJN Tesis 82. 
P¡\g.54 



Capitulo 111 

Demanda 
3.1. Concepto 

Para adentrarnos en el tema, empezaremos por dar algunas 

definiciones de lo que es la "demanda", y para ello invocaremos a 

diversos autores y sus conceptos: 

Salvo en los procesos del orden penal, que en ciertos aspectos 

tienen una terminologia procedimental propia, los demás procesos 

comienzan con una demanda. La fijación de la litis se forma 

precisamente con la demanda y la contestación de la misma, así 

entonces, podemos decir. que "la demanda es el acto procesal por el 

cual se ejercita una acción y se inicia un proceso".76 

Para el Maestro Ovalle Favela la demanda "es el acto procesal 

por el cual una persona que se constituye por el mismo en parte actora 

o demandante, inicia el ejercicio de la acción y formula su pretensión 

ante el órgano jurisdiccional".27 

Para el autor Victor de Santo. "la demanda es en síntesis un 

proyecto de sentencia solicitado por el actor, así entonces demanda 

significa el escrito inicial mediante el cual se promueve un juicio" .28 

,. Oorantos Tamayo LutS Elwlllllll!Ld<LJt:Q!ia.i¡<:nt!ilL!lel..Jl¡l>Cl:W. [d,tonal Porrua. 4' cd<:oo 
MóxlCO. D.F. 1993, pág. 302 
" Ovallo Fuvcla Josó ~.er~CM!. Ed,lor•11 Harla. 7' Edoón. 1995, pág 46 
" Victor do Santo.• ~íUJQ_rJ.f/.J)(u~c~¡¡/. Ed,tonal Unrvorsal. 2' Cdc.on, Buenos Aires. 
Argentina. Pag. 91. 
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Asl para el Maestro Arellano García, se suele denominar 

"demanda" tanto a la petición que se dirige a un órgano jurisdiccional 

en el que se solicita su intervención para resolver la controversia que 

se plantea corno al escrito o formulación verbal que se hace en relación 

con la citada pelición.29 

El empleo del vocablo demanda para el Maestro Arellano García 

"alude al acto procesal de una persona física o moral, denominada 

actor o demandante, en virtud del cual, en forma escrita o verbal, 

solicita la intervención del órgano estatal jurisdiccional o del órgano 

arbitral jurisdiccional para que intervenga en un proceso controvertido 

que se dirige a otra para forzar a esta última persona a las prestaciones 

que se reclarnan.30 

"La demanda es el primer acto provocatorio de la función 

jurisdiccional, es el primer momento en el que se ejerce la acción y 

debe entenderse como la actividad concretii del particular frente a los 

órganos de administración, frente a los tribunales o jueces".31 

Es el acto procesal por el que el actor o demandante solicita del 

órgano jurisdiccional frente al demandante una determinada tutela 

jurldica en forma de sentencia favorable, mediante un escrito por el que 

se exponen los antecedentes del hecho, el caso y sus razonamientos 

jurídicos con el que ordinariamente se inicia el proceso. 

"'Arcllano Garcla Carlos· Df:lL"f:l/oJ'IQ(e~óJ.LCM. Edrt0<41I Porrua. 4' cdcoon. Mó•oco. O F. 1997 
Pág 123 
"' lbidcm Pag. 125 
"Gómcz Lam C1pnano Oro:roo.P1otc~i!LCI\'~. Edd0t•1I ti.'.ltla, 5' edoon. 1991 Méxoco. O F Pág 
39 
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Demanda es sinónimo de petición, de solicitud, de súplica, de 

exigencia o de reclamación. 

La demanda es el acto procesal por el cual se va a iniciar la 

relación procesal, aunque también es el inicio del ejercicio de la acción, 

en ese ejercicio de la acción el actor presenta su demanda, ofrece sus 

pruebas, formula alegatos e interpone los medios de impugnación que 

estime pertinentes. 

Entendemos por demanda el escrito inicial con que el actor, 

basado en un interés legitimo, pide la intervención de los órganos 

judiciales para recibir las prestaciones que reclama del demandado. 

Con apoyo a lo anterior, nos permitiremos transcribir la siguiente 

tesis: 

"DEMANDA. La demanda es ur1 lodo, que no puede 

descomponerse, tomando de ella sólo alguno o algunos de sus 

o/omentos de hecho y de derecho; sino que debe apreciarse en 

su conjunto, y conforme a lo que se desprende claramente de 

sus propios términos para fallar respecto de ella.· 

Amparo civil directo. González Daniel. 13 de septtembre de 1920. 
Mayorla de ocho votos, respecto a que la demanda no fue 
extemporánea contra la sentencia de primera instancia. siendo 
disidentes los Ministros Ernesto Garza Pérez y Antonio Alcocer; 
mayorla de siete votos. por lo que hace al primer punlo resolutivo, 
siendo disidentes los Ministros Alberto M. González. Ernesto Garza 
Pérez y Antonio Alcocer; unanimidad de diez votos respecto al 
segundo punto resolutivo; mayoría de seis votos respecto al tcrcer 
punto resolutivo. estando ausente al tratarse esto punto el Ministro 
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Alberto M. González y siendo disidentes los Ministros Patricio Sabido. 
José Maria Mena y Antonio Alcacer. Ausente: Adolfo Arias. La 
publicación no menciona el nombro del ponente. 31 

3.2 Partes que integran la demanda 

3.2.1. Actor o demandante 

Es el sujeto jurldico que. mediante la demanda inicia el proceso y 

se constituye en parte del mismo, pidiendo frente a otro y otros sujetos 

una concreta tutela jurisdiccionai.33Es el sujeto activo de la relación 

procesal. 

3.2.2 Demandado. 

Es aquél frente al cual el demandante solicita de un órgano 

judicial una concreta tutela, constituyéndole en parte del proceso para 

la posible defensa de sus derechos e intereses. Es el sujeto pasivo de 

la relación procesal. 

Es la persona contra la cual se promueve una demanda judicial, 

exigiéndole alguna cosa o prestación determinada. Los jurisconsultos 

italianos sostienen que la demanda no se promueve contra el 

demandado, sino !r.enl.e al demandado, dando a entender con esto, que 

la entidad jurídica a la que apunta la demanda, es el tribunal y no el 

demandado. 

" Quinta Epoca, tn•tano.1 Pleno, Fuente Sem.'lnano Judocial de la Federación. Tomo VII, P31J"'ª 
1024. 
"Oicoooano Es,pasa Jurldoco Ed~onal E•pasa Calpc. S A Madrid E'l""la 2000 Pag 52 
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La cuestión es meramente de palabras, pero lo que no es posible 

negar es que en toda demanda se exige algo y la propia ley ordena que 

se exprese con claridad la cosa o prestación a que concierne la 

demanda. 

Al respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha 

pronunciado en el sentido siguiente: 

"DEMANDADO. El demandado debe probar sus excepciones, y 

los documentos que presente para sostener sus derechos, 

prueban plenamente en su contra." 

Recurso de súplica. Banque Francaise du Mexique. 27 de enero 
de 1925. Mayoria de siete votos. Disidentes: Jesús Guzmán 
Vaca, Ernesto Garza Pórez y Francisco Diaz Lombardo, en 
cuanto a la confirmación de la sentencia que se revisa. Mayoría 
de siete votos. Disidentes: Sabino M. Olea. Salvador Urbina y 
Leopoldo Estrada, en cuanto a la revocación en el punto de las 
costas de la sentencia recurrida. declarándose que no se hace 
condenación en costas. Mayoria de ocho votos. Disidentes: 
Salvador Urbina y Leopoldo Estrada, en cuanto a la no 
condenación en costas. La publicación no menciona el nombre 
del ponente.J.1 

3.3. Admisión 

En el momento en que la demanda se presenta. el juez, o el 

tribunal no tienen porque examinar su fundamentación, sino 

simplemente su procedencia. Si es procedente se Je admite y se le da 

trámite. 

"'Ouinta !:poca, lnslancoa Pleno, Fuente: Somanano Joooc1.11 de la Federacoon, Tomo XVI. Pag 46. 
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El acto de admisión es un acto en donde el juez admite la 

demanda. La demanda se admite cuando cumple con una serie de 

requisitos legales. Esto le permite al juez una vez que admite la 

demanda poner a funcionar el mecanismo jurisdiccional para que 

enseguida ordene la notificación del demandado. 

El hecho de que la autoridad responsable cuando se promueve 

un amparo, dicte un proveído en el que da cuenta con la demanda y 

ordena formar el cuaderno respectivo, emplazar al tercero perjudicado 

y rendir el informe con justificación, de ninguna manera debe 

entenderse en el sentido de que se constituye un "auto admisorio", en 

la inteligencia de que los únicos competentes para admitir o desechar 

una demanda de garantias, no son las autoridades responsables, sino 

los tribunales federales. 

A manera de ilustración, nos permitiremos transcribir el auto 

admisorio de la demanda en amparo directo: 

México, Distrito Federalª------

Vista la demanda de amparo directo promovida por 
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Agréguese a sus antecedentes el oficio 

número ________ con el que remite los autos del toca de 

apelación y proceso correspondientes, así como su informe justificado; 

de conformidad con lo establecido en la fracción V, inciso a), del 

articulo 107 constitucional y 179 de la Ley de Amparo, :m_admiro la 

demanda de amparo, con fundamento en el articulo 5°, fracción IV, de 

la ley en cita, con copia de la demanda córrase traslado al Ministerio 

Público Federal de esta adscripción; satisfecho lo anterior, con apoyo 

en lo que asimismo establece el articulo 184 del mismo ordenamiento 

legal, túrnese al Magistrado que corresponda para que formule el 

proyecto de resolución correspondiente.- Notifíquese. 

As/, lo acordó y firma el señor Magistrado -------

Presidente del Tribunal Colegiado del 

Circuito, en Materia Penal, ante el Secretario de 

Acuerdos, quien autoriza y da fe ___________ _ 

Notifiquese. 

Si la demanda reúne todos los requisitos señalados en la ley y 

acompaña los documentos y copias respectivos, debe ser admitida. 

El auto admisorio lo encontramos en el articulo 256 del Código de 

Procedimientos Civiles que señala: 

Art.- 256 Presentada la demanda con los documentos y 

copias prevenidos, se corrorá traslado de ella a la persona o 
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personas contra quienes se proponga, y se les emplazará 

para que la contesten dentro de nueve días. 

3.4. Desistimiento 

Implica una renuncia procesal de derechos en manos del actor, 

es una actitud del actor por medio de la cual renuncia, no quiere seguir 

adelante, se hace para atrás y desiste. El desistimiento es una actitud 

del actor por medio de la cual renuncia de manera total al derecho 

sustantivo o de fondo y puede dividirse en dos rubros: 3~ 

1 ).· El desistimiento de la demanda, es cuando el actor puede 

retirar su demanda cuando quiera, si el demandado no ha sido 

emplazado; y 

2).· Desistimiento de la instancia, es aquel que implica que el 

demandado ya ha sido llamado a juicio lo que va a obligar a recabar su 

anuencia o consentimiento o esa anuencia, entonces tendrá que seguir 

adelante. 

Es la declaración de voluntad en el sentido de no seguir con el 

proceso que se inició a su instancia. Aceptado el desistimiento por el 

demandado, origina una resolución por la que finaliza el proceso sin 

entrar a resolver sobre su objeto y por tanto, sin fuerza de cosa juzgada 

material. 

"OO<anlcs Tamayo Luis, ob at Pag. 343 
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Consiste en apartarse del ejercicio de un derecho o facultades 

procesales ya iniciadas, puede referirse a la acción, a la instancia, a un 

recurso, a una prueba, a un incidente, etc. 

El desistimiento genera los siguientes problemas: 

a).· Personas que pueden desistirse.- sólo aquellas que sean 

titulares del derecho de acción o que siendo representantes legales o 

convencionales de éstas, estén autorizadas para desistirse, lo cual 

tratándose del apoderado, que tenga poder o cláusula especial para 

hacerlo. 

b).· Requisitos para la validez del desistimiento.- puede hacerse 

por escrito o de viva voz, pero haciéndolo constar para que produzca 

sus efectos legales. Además se requiere que la persona este 

legitimada para hacerlo legal o convencionalmente. 

c).· Diversas clases de desistimiento.- Existe el desistimiento de 

la acción, de la demanda, de las pruebas, de incidentes, de los 

recursos y en general de diversas promociones. 

d).· Efectos que produce el desistimiento.- Si se trata del 

desistimiento de la demanda, la persona que se desiste pierde todos 

los derechos y situaciones procesales favorables a ella que se han 

producido en la instancia y ésta se sobresee. 

43 



Si se trata del desistimiento de la acción, además del efecto 

anterior se produce la pérdida del derecho que el actor hizo valer en el 

juicio, por que al renunciar a la acción se renuncia al derecho que 

mediante ella se hizo valer. 

En cuanto al desistimiento de las pruebas, recursos, incidentes, 

promociones, etc., produce el efecto general de nulificar los actos 

procesales correspondientes a favor del que se desiste. 

Existen dos tipos de desistimiento, los cuales revisten 

caracterlsticas autónomas y perfectamente diferenciables: 

a).- De la pretensión y; 

b).- Del derecho. 

Desistimiento de la pretensión.- puede definirse como el acto 

mediante el cual el actor manifiesta su voluntad de poner fin al juicio sin 

que se dicte una sentencia de fondo respecto del derecho material 

invocado como fundamento de aquélla. 

Sólo implica, pues, el expreso abandono del juicio y la 

consecuente desaparición de su objeto, pero no afecta al derecho 

material que pueda corresponderle al actor. 

Como consecuencia del desistimiento quedan sin efecto los actos 

procesales cumplidos. Pero las pruebas incorporadas al juicio que 



mediante él se extingue, pueden ser utilizadas, como ocurre en el caso 

de operarse la caducidad de la instancia, en el juicio posterior que se 

establece. 

Desistimiento del derecho.- Como su nombre lo indica, es el 

acto en cuya virtud el actor renuncia al derecho material invocado corno 

fundamento de la pretensión. 

A diferencia del desistimiento de la pretensión, en este, el actor 

no sólo se desiste de la acción concretamente promovida del proceso y 

de la pretensión procesal, sino que se desiste del derecho en que 

fundó la acción. 

El desistimiento del derecho, por ende, produce efectos 

equivalentes a los de la cosa juzgada, pues configura un impedimento 

para la discusión posterior del derecho material que el actor invocó 

como fundamento de su pretensión. 

Sirven de apoyo a lo anterior. las siguientes tesis: 

"DESISTIMIENTO. Por imperativo del articulo 74, fracción 1 . de la 

ley de Amparo. procede sobreseer cuando el queJOSO desiste 

expresamente de su demanda.·'" 

Amparo directo 3631/54. Ignacio Hern;\ndez Coronado 13 de abnl de 
1955. Unanimidad de cuatro votos Ponente: Mercado Alarcón. 
Véase: Semanano Judicial de la Federación. Octava Epoca, Tomo l. 
Segunda Pnrte·2, página 681. tesis de rubro: "SOBRESEIMIENTO 
POR DESISTIMIENTO" 

•Quinta tpoca. lnstnncia Prwnern Sal.a, Fuente Informe~. Torno lnfonoos 1955. Pilg 40 
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"DESISTIMIENTO DE LA DEMANDA DE AMPARO. PUEDE 

MANIFESTARSE EN CUALQUIERA DE LAS INSTANCIAS DEL 

JUICIO, MIENTRAS NO SE HAYA DICTADO LA SENTENCIA 

EJECUTORIA. Do acuerdo con lo dispuesto en el articulo 107, 

fracción 1, de la Constitución General de la República. la voluntad para 

promover el juicio do amparo es un principio fundamental, de modo 

que siempre debo seguirse a instancia de parto agraviada, do ahi que 

pueda. válidamente, desistir en cualquier momento con la sola 

declaración de su voluntad. Lo anlenor se encuenlra reconocido en el 

articulo 74, fracción 1, de la Ley de Amparo, que eslablece como una 

de las causas de sobreseimienlo en el ¡uicio el des1sllmiento de la 

demanda, que para la misma disposición const1luye una abdicación o 

renuncia del sujeto a que el órgano de control conslltuc1onal ejerza su 

actividad ¡urisdiccional en un caso concrolo y determinado, implicando 

el desistimiento de la demanda. Por consiguiente. el desistimienlo 

ratificado por el quejoso, actualiza la hipótesis prevista por el 

mencionado articulo 74, fracción l. a pesar de que se haya externado 

ante el a quo y con posleriondad a la fecha en que éste dictó la 

resolución de primera instancia e incluso. a que en contra de tal fallo 

se haya interpuesto el recurso de revisión, porque el que¡oso 

conserva su derecho para desistir de la demanda en el momenlo en 

que lo considere conveniente a sus intereses, y el órgano de conlrol 

constilucional tiene el deber de acoplar esa renuncia · " 

Amparo en revisión 3496197. Roberto González Becerra. 25 de 
febrero de 1998. Cinco votos Ponenle. Juan Diaz Romero. 
Secrelario: Armando Cortés Galván. 
Amparo en revisión 1464198 Jorge Andrés Garza Garcia. 21 de 
agoslo de 1998. Unanimidad de cuatro votos Ausenle: Mariano 
Azuela Gü1lrón. Ponente: Juan Diaz Romero. Secretario: José Luis 
González. 

11 
NovL'fla Epoca. lnslnno..1 Segunda Sala. fucn!e Scmanano Judica.11 de la Fcdctaoón, Tomo. XI, 

abrdl2000. l CSIS 2' IJJJ/2000. P<>g 147 
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Amparo en revisión 273/99. Francisco Alalorre Urtuzuástegui. 12 de 
mayo de 1999. Unanimidad de cuatro volos. Ausente: José Vicenle 
Aguinaco Alemán. Ponenle: Juan Dlaz Romero. Secrclario Armando 
Cortés Galván. 
Amparo en revisión 1395/99. Ana Maria Caslellón Romero. 6 de 
octubre de 1999. Unanimidad de cuatro votos. Ausenle: Mariano 
Azuela Gü1trón. Ponente: Jasó Vicente Aguinaco Alemán, quien fue 
suplido por Juventino V. Castro y Castro. Secrclaria: Claudia 
Mendoza Polanco. 
Amparo en revisión 2069199. Banco Regional de Monterrey, S.A., 
lnstilución de Banca Múltiple. 4 de febrero del año 2000. Cinco volos. 
Ponente: Sergio Salvador Aguirrc Anguiano. Secretario: Francisco 
Olmos Avilez. 
Tesis de jurisprudencia 33/2000. Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del veinlicuatro de marzo del año 
dos mil 

Asimismo, el desistimiento es una forma de autocomposición38 

unilateral. 

3.5 Documentos que debe acompañar la demanda. 

Como ya vimos en párrafos anteriores, independientemente de 

los requisitos que debe llenar una demanda, existen también 

documentos que deben acompañarla. 

Estos documentos son todos aquellos que sirven para comprobar 

alguno o algunos de los hechos en que se basa la misma, corno son 

los que tienden a demostrar la representación del que promueve la 

demanda y la tenencia del derecho o de los derechos cuya satisfacción 

reclama el actor. 

" Es la renuncia do la P<opia Jl<Olcnslón o la sumisión a la contraparte 
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Los mencionados documentos los encontramos en el art. 95 del 

Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal y que a 

continuación se transcribe: 

Articulo 95.- A toda demanda o contestación deberá acompañarse 
necesariamente: 

l. - El poder que acredito la personalidad do/ que comparece en 
nombro de otro, o bien el documento o documentos que acrediten el 
carúctor con el que el litigante se presento en juicio. en el caso de 
tenor reprosonloción /og,1/ de alguna persono o corporación o cuando 
el dereclm que reclame provenga do /Jabérselo lmnsmilido por aira 
persona; 

11.- Los documentos en que el 1ictor funde su acción y aquellos cm que 
el demandado funde sus excepciones. Si no los tuvieron a su 
disposición. acreditarán lraber solicitado su e x1ied1c1ón con la copia 
simple so/lada por el arc/Jivo o lugar en que se encuentren los 
origino/es, pam que, a su costa, se les expido ce1t1ficac1on de ellos. en 
la formo que prevengo la ley. Se entiendo que las partes tienen a su 
disposición los documentos, siemp10 quo lega/me/lle puedan pedir 
copia autorizada de los originales y exista ob/1gac1on de expedirse/os. 
Si las partes no pudiesen presentar los documentos en que funden 
sus acciones o excepciones, declararán. ba¡o protesta de declf 
verdad. la causa por la que no pueden p10sentarlos En vista a die/Ja 
manifestación, el juez. si lo estima procedente. 01denará al 
responsable do la expedición q11e el documento sol1c1/ado por el 
interesado se expida a costa de ós/e, aperc1b1endolo con la 1mpos1ció11 
de alg11na de las medidas ele ap1emio que autonza la ley 

Salvo disposición legal en contrario o que se trate de pnieb.1s 
supervenientes, do no wmpllfse por las partos con alg1mos de los 
requisitos anteriores. no se les recibiron /,1s pruebas documentales 
q11e no obren en su poder al presenlar la demanda o contestación. 
como tampoco si en esos escritos so de¡an de 1de11l1ficar las 
documentales. para el efecto ele q110 oportunam1'nta se exijan por el 
ltíbunal y sean mcib1das 

111. - Además de lo serlalado en la fracción JI, con la demanda y 
contestación se acompa1larón todos los documentos que las partes 
tengan en su poder y que deban de servir conm pruebas de su parte 
y, /os que presentaren después, con violación de este precepto, no los 
serán admitidos. salvo do que so troto de pruob.1s supervenientes. y 
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IV.- Copias simp/os o fotos/álicas, siempro que sean legibles a simple 
vista, tanta del escrita de demanda como do los demás documentos 
referidos, incluyendo la de /os quo se ex/1iban como pnieba según los 
párrafos precodontes, paro corror traslado a ta contraria, así como 
paro integrar et duplicado del oxpediente, en los tóm1inos do/ articulo 
57 do este código. 

1.- El poder que acredite la personalidad del que comparece en 

nombre de otro. Es decir en caso de mandato, debe exhibirse con la 

demanda, documento fehaciente de la existencia de ese mandato y 

que puede consistir en carta poder o testimonio de escritura de poder. 

2.- El documento o documentos que acrediten el carácter con el 

que el litigante se presenta en juicio en el caso de tener representación 

legal de alguna persona o corporación cuando el derecho que reclame 

provenga de habérsele transmitido por otra persona. De esta manera, 

el administrador único de una sociedad anónima presentará testimonio 

de la escritura de protocolización del acta de asamblea en la que se 

designó representante legal de la sociedad; con la copia certificada del 

acta de nacimiento de un menor, su padre podrá representarlo en 

juicio. 

3.- Copia del escrito y de los documentos para correr traslado al 

colitigante, pudiendo ser en papel común, fotostática o cualquier otra, 

siempre que sea legible. 

4.- Los documentos en los que la parte actora funde su derecho. 
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En la práctica existe la costumbre, si se trata de varios 

documentos, para ejercer un mejor control de ellos tanto por la parte 

ínleresada como para el juez, llamarlos ·anexo 1', 'anexo 2', 'anexo 3', 

ele. 

Asimismo resulta conveniente para evitar sustracciones de 

documentos de vital imporlancia, a veces insustituibles, tomar cualquier 

medida de las que a continuación se señalan: 

a).- Solicitar en el escrito de demanda que se guarden en el 

seguro del juzgado los documentos exhibidos. En la práctica se 

acuerda favorablemente la petición en este sentido. 

b).- Exhibir copia fotostática certificada notarialmente de los 

documentos de mayor importancia. 

3.6 Efectos de la presentación de la demanda 

Los efectos de la presentación los encontrarnos en el articulo 258 

del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal que 

señala: 

Artículo 258.- Los efcclos de la presentación de la demanda son: 

interrumpir la prescripción si no lo está por o/ros meclios, sena/ar 

el principio do la inslancia y determinar el valor de las 

prestaciones exigidas, cuando no p1füda referirse a otro tiempo. 
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a).- Interrumpir la prescripción, si no ha sido interrumpida por 

otros medios. 

b).- Señala el principio de la instancia, entendido como un grado 

del procedimiento. 

c).- Señala el valor de lo que se esta pidiendo. 

Se deben acompañar los documentos fundatorios de la acción, 

además de los documentos que acrediten la personeria, copia del 

escrito de demanda y copia de los documentos anexados al escrito 

para el efecto de que se lleve a cabo lo que en los tribunales se llama 

correr traslado y que consiste en entregarle al demandado, en el 

momento de que se le notifique copia de la demanda y de cada uno de 

los documentos anexados a la misma, lo que sirve para que él o su 

abogado tengan una idea integral y asi puedan contestar la demanda. 

Otro efecto es que el demandado para la contestación de la 

demanda se sujeta a los hechos narrados por el actor y procede a 

contestarlos uno a uno. 

Art. 266. Si en e/ escrito de contestación ol demandado no se refiere 
a cada uno do los hechos aludidos por el actor, confosilndolos o 
negándolos y expresando los que ignoro por no ser propios, se 
tendrán por fictamente confesados por dicho demandado, y esta 
conlesión ficta se podrá tomar en consideración en cualquier estado 
del juicio y aun en la sentencia definitiva. 
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3. 7 Aclaración 

Proviene de un auto que ordena prevención, el cual puede darse 

por las siguientes situaciones: 

a).- Oscuridad de la demanda 

b).- Cualquier irregularidad de la demanda y; 

c).- No cumplir con algún requisito previsto. 

El juez debe dictar este auto dentro de un término de tres dlas y 

deberá señalar con toda precisión los defectos de la demanda. 

El actor para cumplir con la prevención cuenta con un ténmino de 

cinco dlas, contados a partir del día siguiente a aquél en que haya 

surtido electos la notificación. 

Si el actor no aclara su demanda en el término correspondiente, 

el juez la desechará de plano y devolverá al interesado todos los 

documentos originales y copias simples que se hayan exhibido, con 

excepción de la demanda con lo que se haya formado el expediente 

respectivo. 39 

En este caso existe disposición expresa de la ley, y la 

encontramos en el articulo 257 del Código de Procedimientos Civiles 

para el Distrito Federal. en el que se menciona lo siguiente: 
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ARTICULO 257.- Si la demanda fuaro obscura o irregular, o no 
cumpliera con algunos da /os requisitos de los artículos 95 y 255, el 
juez dentro del lóm1ino de Iros dlas señalará con toda precisión en 
quó consistan los defectos do la misma, on o/ proveido quo al efecto 
se dicte. El actor deberá cumplir con la provonción quo /iaga el juez 
on un plazo máximo de cinco días contados a partir do/ día siguiente 
a aquél on quo haya surtido efectos la notificación por Bololin 
Judicial do diclia prevención, y do no /iacerto transcurrido el tém1ino, 
o/ juez la desechará y devolvera al interesado todos los documenlos 
originales y copias simples qua so /Jaya11 exhibido, con excepción de 
la demanda con la que se /iaya formado el expediente respectivo. La 
anterior dotom1inación o cualquier otro por la qua no so dé curso a la 
demanda, so podrá impugnar mediante el recurso do queja, para 
que se dicto por el Superior la resolución que corresponda. 

,. Arellano García. Ob. cit. Pég. 125 

53 



CAPITULO IV 

Demanda en materia fiscal 

4.1. Partes en el juicio fiscal 

De conformidad con el artlculo 198 del Código Fiscal de la 

Federación las partes en el juicio fiscal son las siguientes: 

Articulo 198.-., Son partes en el juicio contencioso 
administrativo: 

l. El demandante. 

11. Los demandados. Tendrán eso carácter: 

a). La autoridad que dictó la resolución impugnada. 

b). El particular a quien favorezca fa resolución cuya 
modificación o nulidad pida fa autoridad administrativa. 

///. El titular de fa dependencia o entidad de la 
Administración Pública Federal. Procuraduría General de 
la República o Procuraduría General do Justicia del 
Distrito Federal, de fa que dependa la autoridad 
mencionada en la fmcción anterior. En todo caso. la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público será parle en 
tos juicios en que se controviertan actos de autoridades 
fedemlivas coordinadas, emitidos con fundamento en 
convenios o acuerdos en materia de coordinación en 
ingresos federales. 

Dentro del mismo plazo que corresponda a la autoridad 
demandada, la Secretaria de Hacienda y Crédito Público 



podrá apersonarse como parte en los otros juicios en que 
se con/rovierla el interés fiscal de la Federación. 

IV. El tercero que tenga un derecho incompatible con la 
pretensión del demandan/e. 

En cada escrito de demanda sólo podrá aparecer un 
demandan/e, salvo en los casos que se trate de la 
impugnación de resoluciones conexas que afecten los 
intereses jurídicos de dos o más personas, mismas que 
podrán promover el juicio de nulidad contra dichas 
resoluciones en un solo escrito de demanda, siempre que 
en el escrito designen de en/re ellas mismas un 
representan/e común, en caso de no hacer la 
designación, el magistrado instrnctor al admitir la 
demanda hará la designación. 

El escrito de demanda en que promuevan dos o más 
personas en contravención de lo dispuesto en el párrafo 
anterior, se tendrá por no interpuesto. 

En términos generales, las partes en el juicio son dos: actor, que 

es aquél que presenta la demanda; y demandado, que es a quien se le 

exige el cumplimiento de una obligación. El concepto de parte no se 

refiere a una sola persona, ya que aquella podrá estar integrada por 

varias. 

Actor o demandante 

La fracción 1 del articulo 198, señala como primera 'parte' en el 

procedimiento contencioso al demandante. La persona fisica o moral, 

mexicana o extranjera que inicia un juicio ante el Tribunal Fiscal de la 

Federación, mediante demanda en forma. se llama actor, promovente o 

parte actora. 
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Sólo puede iniciar un juicio ante el Tribunal Fiscal de la 

Federación, quien tenga interés en que éste se pronuncie respecto de 

la cuestión planteada y fundada en preceptos de derecho 

administrativo, en relación con un acto administrativo. 

La pretensión del demandante consiste en la anulación de un 

acto administrativo, ya por incompetencia, vicio de forma, violación de 

la ley, o por desvfo de poder. Debe dirigirse en principio, contra un acto 

administrativo previo. 

El demandante o actor es quien promueve el juicio y puede tener 

el carácter de particular o autoridad administrativa. 

Al juicio promovido por una autoridad administrativa, 

doclrinalmente se le conoce como de lesividad, el cual se ha instaurado 

como una limilación o freno a la facultad revocadora de la 

Administración Pública.40 

Es necesario tomar en cuenta que el actor es el titular del 

derecho que se ejerce, y que por lo tanto no hay que confundirlo con su 

representante o apoderado. ya que éste no es el actor, aunque 

materialmente inicie el juicio. 

El demandante debe demostrar que la resolución le causa un 

agravio o afecta sus intereses jurfdicos", por lo que puede tener tal 

"Luee<o Esponosa Manuct. IEORIA..'l'.J~MC.IJCAOEL.CQNIENCIOSOJ\OM!NISlRAIJYQA!iJE 
ELIBtlllJNALE15.CllL..0E.l.A.EEO.EBACJ0N.Edotonal Pooua. S A. M~uco 1995 P"9 68 
"At11ClJ1o 202. lracoón 1 del COdogo Fiscal de la Fcdernoón 
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calidad, en tratándose del particular, no sólo aquel contra quien se 

emite el acto, sino también quien, de no impugnarto, sufriría un agravio 

o le afectará en sus intereses jurídicos, o sea, un tercero con interés 

legitimo. 

"Está legitimado activamente como actor, el sujeto que tiene 

interés legitimo y directo".42 

Por ejemplo: el contribuyente que es deudor no sólo del fisco sino 

también de particulares puede consentir, en perjuicio de estos últimos, 

créditos fiscales en exceso de los que legalmente adeuda al observar 

que nada gana con impugnar la resolución si lo que en exceso se le 

cobra pertenece a aquéllos; por lo que dichos acreedores, de no 

impugnar a nombre del contribuyente la resolución, verán mermados 

los recursos disponibles para que se les paguen sus créditos. 

Asimismo, el demandante podrá autorizar en su escrito de 

demanda a licenciados en derecho para que a su nombre y 

representación reciba notificaciones, y puede realizar promociones, 

rendir pruebas, presentar todo tipo de alegatos y para la presentación 

de recursos, en estos casos el profesionista deberá presentar la cédula 

profesional respectiva.'3 

Cuando una parte dentro del juicio está compuesta de diversas 

personas, se le denomina litisconsorcio. y, por lo tanto, deberá tener un 

'' Ovanc Favcla Josó ~aLCM!. Ed1torl3l liarta. 7' EdlCIOn. 1995. p¡\¡J 54 
"Articulo 200. ultomo párrafo. parlo"''°"! del Código FosC<li de la f.OCtilCIÓrl 
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solo representante común, el cual deberá ser nombrado, tratándose de 

la actora, en la primera promoción. Tal carácter podrá recaer en 

cualquiera de los demandantes; pero si no lo nombraron el magistrado 

instructor tiene facultades para designarlo, escogiendo a cualquiera de 

los interesados al admitir la demanda.44 

Sin embargo, el último párrafo del articulo 198 contradice lo 

anterior al expresar que el escrito de demanda en que promuevan dos 

o más personas en contravención de lo antes expuesto "se tendrá por 

no interpuesto". 

Demandados: 

En términos generales el demandado es la persona contra la cual 

se endereza una demanda jurisdiccional, y a la cual se le exige el 

cumplimiento de una obligación o una prestación determinada. 

En principio, la autoridad fiscal federal, del Distrito Federal, o de 

los organismos fiscales autónomos, que dicten, ordenen o ejecuten 

resolución o acto impugnado, tienen el carácter de demandado; no 

obstante, el particular a quien favorezca la resolución cuya nulidad pida 

la autoridad administrativa, puede también ser demandado. 

El demandado podra ser el particular o la autoridad. Tratándose 

del particular, se requiere que sea el titular de los derechos contenidos 

en una resolución administrativa quo le es favorable. Por lo que 

u Lucero Esp100sa Manuel, ob C1t P3g 63 
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respecta a la autoridad, el articulo 198, fracción 11, inciso a) del Código 

Fiscal de la Federación, sólo contempla a la que haya dictado la 

resolución impugnada, con lo que se rompe con el sistema que venía 

prevaleciendo desde la Ley de Justicia Fiscal, y que recogió el Código 

Fiscal de la Federación de 1968, de considerar corno autoridad 

demandada, además de que la dictó el acto demandado, a la que 

ejecute o trate de ejecutar dicha resolución, o tramite el procedimiento 

impugnado y a la que legalmente la sustituya. 

Cuando la Sala que conozca de la demanda considere que 

alguna autoridad deba ser parte del juicio, no habiendo sido señalada 

corno tal por el actor. de oficio deberá corrérsele traslado para que la 

conteste en el plazo legal.45 

Cuando el acto lo expide una autoridad dependiente de la 

Secretarla de Hacienda y Crédito Pública o conjuntamente con una 

autoridad dependiente de una entidad federativa coordinada en materia 

tributaria, serán autoridades demandadas las que emitieron el acto y la 

Secretaria do Hacienda y Crédito Público. 

Esta Secretaria ya no es, corno en el anterior Código Fiscal de la 

Federación, indefectiblemente parte en todos los juicios que se 

promuevan ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 

sino sólo cuando el acto impugnado lo haya emitido una autoridad 

"Articulo 212, segundo p¡lrralo. Códogo Fiscal do la Fedori>CIÓO 
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coordinada en ingresos federales y en aquellos en que se controvierta 

el interés fiscal y siempre que ella considere que debe estar presente.46 

La fracción 111 del articulo 198 del Código Fiscal de la Federación 

asigna una facultad potestativa a la Secretaria de Hacienda, la cual 

sólo ella puede ejercer, sin establecer derecho o facultad alguna a 

favor de los magistrados instructores de las salas regionales del 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa para considerar 

cuándo se afecta el interés fiscal de la federación y cuándo debe 

llamarse a juicio a dicha Secretaria para intervenir como parte sin ser 

autoridad demandada, máxime cuando el importe de las multas 

administrativas deben recaudarse por las tesorerías municipales para 

beneficio de sus municipios. 

Tratándose de la parte demandada, el Código Fiscal de la 

Federación no establece la designación del representante común, sin 

embargo debe aplicarse la regla antes citada, en la inteligencia que el 

nombramiento respectivo deberá hacerse dentro de los tres días 

siguientes al vencimiento del término para contestar la demanda de la 

úllima emplazada, y, en caso, de que no se hiciera, el magistrado 

instructor lo hará de oficio, conforme a lo establecido por el artículo 5º 

del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Tercero 

" Marg~n Manautou Ermoo OE_LQ_CQfilEliCJQSQ..hOMINlSI.BAIMLOf .. AHIAAC1Ótl.Q.12E 
llEGlIJMlDAO Edotonat POtrua. M6<1CO S A. 1998 PAg 144. 
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El legislador nos da un concepto sobre quién tiene el carácter de 

tercero al decirnos que es aquel "que tenga un derecho incompatible 

con pretensión del demandado".47 De lo mencionado, se advierte que el 

tercero es parte interesada en apoyar la defensa que la autoridad hace 

de la resolución. 

Como se observa, el tercero es poseedor de un derecho que 

sufrirá un menoscabo si la autoridad administrativa, que le otorgó ese 

derecho, es vencida en juicio, por lo que, para que la sentencia se dicte 

pueda depararle consecuencias jurldicas, de darse aquel supuesto, 

debe llamársela a juicio a fin de que exponga lo que a su interés 

convenga. 

4.2. Procedencia 

La procedencia del juicio está lntimamente ligada a la 

competencia del propio tribunal, por lo que el juicio será improcedente 

cuando se trate de una materia distinta de las señaladas o tratándose 

de esta materia ya se haya impugnado mediante otro tipo de defensa, o 

que se trate de una resolución conexa de otra ya impugnada, o que ya 

sea cosa juzgada. También es improcedente el juicio cuando el 

promovente no tenga interés juridico, sea extemporánea la 

presentación de la demanda, no exista el acto reclamado o no se haga 

valer agravio alguno. 

"Ar1iculo 198. lrDCCKin IV del C6d90 FIScal de la FcderaCJón. 
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Por lo que hace a la competencia del Tribunal el artículo 11 de la 

Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 

establece: 

'"'Ar1/cu/o 11 . .., El Tribunal Fodero/ de Justicia Fiscal y 
Administrativa conocerá de los juicios quo so promuevan contra /as 
resoluciones definitivas quo so indican a con/inuación: 

/. Los dictados por autoridades fiscales federales y organismos 
fiscales autónomos, on quo se determino la existencia de una 
obligación fiscal, so fijo en cantidad liquida o se den las bases para 
su liquidación. 

11. Las quo nieguen la devolución de un ingrnso. de /os regulados 
por o/ Código Fiscal de la Federación, indebidamente percibido por 
o/ Estado o cuya devolución proceda cfo conformidad con /as leyes 
fiscales. 

111. Las que impongan multas por infracción a las nomms 
administrativas federales. 

IV. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se 
rofioron fas fracciones anteriores. 

V. Las que nieguen o reduzcan las pensiones y demás 
prestaciones sociales que concedan las /oyes en favor de los 
miembros del Ejército. de la Fuerza Aérea y de la Armada Nacional 
o do sus familiares o derec/10/1abientos con cargo a la Dirncc1ón de 
Pensiones Militaras o ,1/ Erario Federo/, asi como /as que 
establezcan obl1gacionos a cargo de las mismas personas. de 
acuordo con las /oyes quo otorg,1n d1c/1as prestac1onos 

Cuando el interosado afirmo. para fundar su demanda que le 
corrosponde un mayor número do arlas de servicio que los 
reconocidos por /,1 autoridad respectiva. que debió sor ret1rodo con 
grado suporior ni que consigne la rosolución impugnada o quo su 
situación militar sea d11•ersa de la quo le lue reconocida por la 
Socrotaria de la Defensa Nacion.1/ o efe Marina, segun el c.1so; o 
cuando so versen cuestiones do jerarquía, ant;guedad en el grado 
o tiompo de servicios militares. las sentencias del T nbunal Federo/ 
de Justicia Fiscal y Administrativa sólo tcmdrtm efectos en cuanto a 
la detom1inación do la cuanlla do la prestación pecuniaria que a los 
propios militares corrosponda. o a las bases paro su depuración. 
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VI. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con 
cargo al Erario Federal o al Instituto do Seguridad y Servicios 
Sociales do los Trabajadores del Estado. 

VII. Las que so dicten sobre interpretación y cumplimiento do 
contratos de obras públicas celebrados por las cfopondencias do la 
Administración Pública Federal Centralizada. 

VII/. Las que constituyan cróditos por responsabilidades contra 
servidores públicos de la Federación, del Distrito Federal o de los 
organismos descentralizados federales o del propio Distrito 
Federal, as/ como en contra de Jos particulares involucrados en 
dichas responsabilidades. 

IX. Las que requieran ol pago de garantías a favor de la 
Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, as/ 
como sus organismos descentralizados. 

X. Las que so dictan negando a los partiwlaros la indomni7ación a 
que se contrae el ;1rticulo 77 Bis de ta Ley Federal de 
Responsabilidades do los Servidores Públicos. El particular podrá 
optar por esta v/a o awdtr ante lo instancia ¡udiciat competente. 

XI. Las que troten las materias serlatad,1s en el articulo 94 do la 
Ley do Comercio Exterior. 

XII. Las que impong.111 sanciones administrativas a los servidores 
públicos en los tórminos do la Ley Federal de Responsabilidades 
do los Servidores P1iblicos 

XII/. Los dictadas por las autoridades administratrvas quo pongan 
fin a un procedimiento administrati1•0, a una instancia o msuelvan 
un expediento, en los tenninos do ta Ley Fodorat do Procedimiento 
Administrativo. 

XIV. Las que decidan tos recursos administrativos en contra de las 
resoluciones que so indican en li1s demás fracciones do esto 
articulo. 

XV. Las seilaladas en las demás layes como competencia del 
Tribunal. 

Para los efectos del primer párrafo de esto articulo. tas 
resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan mcuf30 
administrativo o cuando la interposición do ésto sea optativa. 
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El Tribunal Federal do Justicia Fiscal y Administrativa conocerá do 
los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas 
las resoluciones administralivas favorables a un particular, siempre 
que dic/Jas resoluciones sean de las materias sotlaladas en las 
fracciones anteriores como do su competencia. 

También conocerá de los juicios que se promuevan contra una 
resolución negativa ficta configurada, en las materias setlaladas en 
esto articulo, por ol transcurso del plazo que setlalen las 
disposiciones aplicables o. en su defecto. por la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo. Asimismo. conocerá de los juicios 
que se promuevan en contra de la negativa de la autoridad a 
expedir la constancia de lm/Jerse configurado la resolución positiva 
ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la lay que rija a dicl1as 
materias. 

No será aplicable lo dispuesto on el párrafo anterior on todos 
aquellos casos en los que se pudiore afectar el derecho de un 
tareero, reconocido en un registro o anotación allle autoridad 
administrativa. 

Procede el juicio contra resoluciones definitivas dictadas por la 

autoridad administrativa, sea, que las impugnen los particulares o la 

misma administración por considerarlas ilegales. 

Las resoluciones deben contra con determinadas características: 

a).· Que sea definitiva.- Se esta en presencia de una resolución 

de esta naturaleza cuando no se admita algún recurso. 

b). Que lesione un interés o que cause un agravio o perjuicio. 

c).· Que sea personal y concreta. 



d).- Que conste por escrito, excepción hecha derivada de una 

negativa ficta. 

e).- Que sea nueva.- Ya hablamos señalado con antelación que 

el juicio es Improcedente contra actos que ya hayan sido materia de 

sentencia pronunciada por el Tribunal. 

4.3. Presentación de la demanda 

Para la presentación de la demanda debemos contemplar el 

plazo que se tiene para poder interponerla, éste se encuentra 

establecido en el articulo 207 del Código Fiscal de la Federación, el 

cual establece que la demanda se presentara dentro de los 45 días 

siguientes después de la notificación de la resolución impugnada. 

La demanda debe presentarse por escrito y directamente ante la 

Sala Regional competente48 en cuya circunscripción territorial se 

encuentre el domicilio fiscal del demandante: y por excepción a la sala 

que corresponda el domicilio de la autoridad que emitió et acto 

impugnado en los casos siguientes: a) cuando el demandante no tenga 

domicilio fiscal en el territorio nacional. b) cuando se trate de empresas 

que formen parte del sistema financiero y c) en los casos en que se 

impugne una resolución en materia de comercio exterior. 

Cuando el demandante tenga su domicilio fuera de la población 

donde esté la sede de la sala, la demanda podrá enviarse por correo 

"~ll.rrul >isita realizada el 10 de marzo de 2001 
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certincado con acuse de recibo, siempre y cuando el envío se efectúe 

en el lugar en que resida el actor, y para tal caso se tendrá como fecha 

de presentación de la demanda el día en que se deposite en la oficina 

de correos. Pero si el actor la deposita en lugar distinto al de su 

domicilio, se lendrá como fecha de presentación el día en que la 

Oficialla de Partes del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Adrninislrativa la tenga corno recibida. 

4.4. Requisitos de la demanda en materia fiscal 

Los requisitos que debe contener la demanda fiscal, los 

enconlramos en el articulo 208 del Código Fiscal de la Federación y 

que a continuación transcribimos: 

., Articulo 208.-"' La demanda doborá indicar: 

l. El nombro do/ demandante y su domicilio para recibir notificaciones 
en la sedo de ta Sala Regional competente. 

//. La resolución que se impugna. 

111. La autoridad o autoridades demandadas o et nombre y domicilio 
do/ particular demandado cuando el juicio sea promovido por la 
autoridad administrativa. 

IV. Los /10c/1os que den motivo a 1,1 demanda. 

V. Las pruebas que ofrezc.1. 

En caso do que so ofrezca prueba pericial o test11nomat so precisaran 
los hechos sobre los que deban versar y señalar.in los nombres y 
domicilios del perito o de los testigos 

(REFORMADA. O.O. 15 DE DICIEMBRE DE 1995) 
VI. Los conceptos do impugnación. 
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VII. El nombro y domicilio do/ tercero interesado, cuando /o haya. 

VIII. Lo que so pida, serla/ando on caso do solicitar una sentencia do 
condona, las cantidades o actos cuyo cumplimiento so demanda. 

Cuando so omita el nombro del demandante o /os datos precisados 
on las fracciones 11 y VI, o/ magistrado instructor desoc/wrá por 
improcedente la demanda interpuesta. Si so omiten los datos 
provistos en las fraccionas 111, IV, V, VII y VIII. o/ magistrado instructor 
requerirá al promovanto para que los señalo dentro del tórmino do 
cinco días, aparcibióndolo qua da no /mcerlo en tiempo so tendrá por 
no presentada la demanda o por no ofrecidas las pruebas. según 
corresponda. 

En o/ supuesto de que no so serla/e domicilio para recibir 
notificaciones del demanclanto, en la jurisdicción ele la Sala Regional 
que corresponda o se desconozca el domicilio del tercero, las 
notificaciones rotativas so cfoc/uartm por lista autorizada, que se fijará 
on o/ sitio visible de 111 propia sala. 

El primer de los requisitos a que alude este precepto obviamente 

es de gran importancia, es la persona que sufre el daño o perjuicio de 

la resolución impugnada, el cual conocemos como actor o demandante, 

estableciéndose así uno de los presupuestos procesales esenciales 

que es el de personalidad, se establece con el propósito de dar 

seguridad al quejoso, al señalar el nombre del demandante, pues esto 

va a permitir identificar y además precisar si se encuentra legitimado 

activamente para promover el juicio. En cuanto al domicilio, éste es 

necesario a fin de que se pueda notificar al promovente las actuaciones 

procedimentales que tengan que hacerse personalmente, y que son:49 

1.- La que admite la demanda. 

11.· La que corra traslado de la contestación de la demanda, 

o de su ampliación según sea el caso. 

"luce<o Espinosa Manuel Ob C1t Pag 60 
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111.- La que, por su conducto, se mande citar a los testigos o 

a un tercero. 

IV.- el requerimiento que la parte deba cumplirlo. 

V.- El auto de la sala regional que dé conocer a las partes 

que el juicio será resuelto por la sala superior. 

VI.- La resolución del sobreseimiento 

VII.- La sentencia definitiva 

VIII.- En todos aquellos casos en que el magistrado 

instructor asi lo ordene. 

En cuanto al segundo de los requisitos, se constituye por el 

señalamiento de la resolución demandada, éste se establece por la 

necesidad de que se identifique cuál va a ser el objeto de la 

controversia, aunque debe señalarse, es suficiente en la práctica 

señalar el número de oficio, la fecha de su emisión y el funcionario que 

la expidió para encontrarse en la posibilidad de identificar con certeza 

la resolución que se pretende combatir. De no señalarse la resolución 

impugnada. habria imposibilidad de resolver sobre el fondo del asunto, 

lo que traería como consecuencia la improcedencia del juicio!>(). 

Respecto del tercero de los requisitos, la obligación se consigna 

con el fin de determinar quién se encontrará legitimado pasivamente 

para que no pueda comparecer al juicio a defender sus derechos, no 

obstante que la falta de mención de la autoridad demandada no implica 

que tenga que requerirse al actor para que la señale, ni la 

improcedencia del juicio. pues el magistrado instructor de oficio, deberá 
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emplazar a la autoridad demandada respectiva.51Se debe considerar 

como autoridad demandada a la autoridad que dictó la resolución que 

se pretende impugnar. Lo anterior guarda similitud con el criterio de 

autoridad responsable que se sigue en el juicio de amparo, siendo 

aquélla a la que se le imputa el acto. 

El cuarto de los requisitos señalados en el articulo antes 

transcrito lo constituyen los hechos que den origen a la demanda, es 

uno de los puntos esenciales, son los actos u omisiones materiales que 

se efectuaron o debieron efectuarse, según el caso, en el 

procedimiento administrativo que sirvió de base para la emisión de la 

resolución impugnada, o bien aquellos que se dieron fuera de dicho 

procedimiento, pero que de alguna manera tiene relación con alguno 

de los puntos de la controversia 

Por lo que hace a las pruebas, éstas serán todas aquellas que 

reconoce la ley, con excepción de la confesional de la autoridad que 

tenga que desahogarse a través de la absolución de posiciones.5
l 

El señalamiento de las pruebas es trascendental, pues debe 

tomarse en cuenta que no basta la imputación de ilegalidad de una 

resolución, sino que debe probarse, esto es así porque no obstante los 

conceptos de impugnación que se establezcan en una demanda, si 

éstos no cuenta con el respaldo probatorio suficiente para acreditarlos, 

------------------------------------
"'ldem Pág. 81 
"At!iculo 212 del Código Foscal do la Fcdcmción 
"Mlculo 230 del Código F...-..al de la fcdcfación 
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·la Sala del conocimiento los declarará ineficaces, prevaleciendo en 

todo caso la presunción de validez de la resolución controvertida.53 

El artfculo 93 del código Federal de Procedimientos Civiles 

reconoce como pruebas las siguientes: 

.,ARTICULO 93.-"' La loy roconoco como modios do prueba: 

l.· La confesión. 

11.· Los documentos públicos; 

///.-Los documentos privados; 

IV.- Los dictámenes pericia/os; 

V.- El roconocimionto o inspección judicial; 

VI.· Los testigos: 

VII.· Las fologrofias, oscritos y notas /aquignlficas. y, en general, todos 
aquellos elementos aportados por los doscubrimienlos de la ciencia; y 

VIII. - Las presunciones. 

El sexto de los requisitos es muy importante, puesto que de la 

debida estructuración de los conceptos de impugnación depende el 

éxilo que el demandante pueda tener en el litigio. 

El séptimo de los requisitos de la ley para constituir una demanda 

lo hace consistir en el señalamiento del nombre y domicilio del tercero 

interesado. encontrándose condicionado su cumplimiento, a la 

existencia de dicho tercero, no sólo puede ser aquél que tenga un 

" IfllllmaU:m:aLacJa.EedcriKJOn_fl(LllOQ~_ill_SmK:IO_\lc...h!OA!co. Edlloml Tr>OOnal FIOCal de 1a 
Federac'6n. 1988. M~xoco. D F 
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interés en la controversia, sino el que coadyuva con alguna de las 

partes en su beneficio, asi podemos considerar como ejemplo la 

participación del Instituto Mexicano del Seguro Social, cuando con 

motivo del requerimiento de pago emitido por la Tesoreria de la 

Federación se discute la procedencia de hacer efectiva o no la garantia 

respecto de cuotas patronales que aquél tiene derecho a percibir. 

Asimismo se establece con el fin de que se esté en posibilidad de 

emplazarlo, para que comparezca a juicio para hacer valer sus 

derechos. 

Por lo que respecta al último de los requisitos establecidos por el 

articulo antes citado, cabe señalar que surge mediante la reforma de 

treinta y uno de diciembre de dos mil a diversas disposiciones fiscales. 

4.4.1. Omisión de documentos: 

El articulo 209 del Código Fiscal de la Federación nos indica los 

documentos que el demandante deberá adjuntar a su escrito de 

demanda: 

(REFORMADO PRIMER PARRAFO, O.O. 31 DE DICIEMBRE DE 
2000) 
,Articulo 209.-, El demandante debertJ adjuntar a su demanda: 

(REFORMADA. D D. 31 DE DICIEMBRE DE 2000) 
l. Un11 CO{)lil do la misma y de bs documentos ant!ros. f>Jfa cdda una de las 
partos 

(REFORMADA POR LA FRACCION 111 DEL AR 1 ICUL O DECIMO PRIMERO DE 
LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL 
FISCAL DE LA FEDERACION. O.O 31 DE DICIEMBRE DE 2000) 
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11. El documento quo acredito su personalidad o on el qua conste 
qua lo lua reconocida por la autoridad demandada, o bien señalar 
/os dalos do registro do/ documento con ol qua la acredito ante el 
Tribunal Federal do Justicia Fiscal y Adminislrativa, cuando no 
gestiono an nombre propio. 

(REFORMADA, O.O 31 DE DICIEMBRE DE 2000) 
111. El documento en quo consto el ocio impugnado 

En el supuosto do quo so unpugno una rosoluC1ó11 negat1vJ l1cta doberá 
acompaflarso una copla. 011 la que olxo ol sello do rvcopclÓn, do la i11st,1ncia no 
1osuolta oxprosamonto p011.1 autoridad 

(REFORMADA, D.0. 31 DE DICIEMBRE DE 2000) 
IV. La constancia do la notificación del ado impugnado 

Cuando no so hoya rt>obtda co11stancia do not1ficaC1ón o /.J misma hubiere sido 
practicada por conoo, as/ so hará constar en ol osc11to de demar1da, serla/ando 
la fucha on que dicha not1f1cación so practicó Si la <1cmaridad.J al contestar la 
dotMnda /meo valor su o:ttcm/)Ofoncidad, tmexondo /Js constancias de 
nol1ftCDctón on quo la apoya, ol magistrada instructor co11ccdctá a la actora ot 
término do cinco dlas para qoo /a dosvlf11ío Si dmanlo d1cl10 término no se 
controvierto ta lcga/K1,1d de /a not1bcac1Ófl de la rosoluclÓfl 1rnpugm.tda, se 
presumirá logal la d1/19c11cm do la nol1fx::ac'6n de la tefcrtda rosoluctón 

(REFORMADA, D.O 31 DE DICIEMBRE DE 1985) 
V. Et cuostlonano quo debo desahogar el pento, el cual dcbcrtJ 1r fim1ado por al 

dcmandanlo. 

(ADICIONADA. D.O. 15 DE DICIEMBRE DE 1!195) 
VI. El interrogatorio pam el desahogo 00 f,1 prueba tostimomal. el que deba " 
firmado po1 et demandante, en los c.1sos soflal.idos en t>/ Ult1mo parra fo do/ 
articulo 232. 

VII. l.as pruebas documentales quo olrorca 

(ADICIONADO. DO 15 DE DICIEMBRE DE 1995) 
los partK:ul,ucs dcmand,wtcs dc/:icriln serlalar. sm acon1p.¡Jt'1Jr los documentos 

qua fueron COllSKJcrados en ol proccdttn-cnto admim.W;.1t1\'0 como contomcndo 
infonnación totifKJcna;Jf o comcroal wscrvadJ la SafJ sohcitJr.1 los 
documentos antes do et.mar l.1111st1uco.)n 

(REFORMADO, DO 15 DE DICIEMBRE DE 1!195) 
Cuando las pnwb.1s docunK'nlakJs no obmn en pod1..•r del c.11..•man11.mttJ o cuando 
no hublcm podido obt<.>nf..'flas a pesar do tr;1tarso do docun1t•ntru qLJt.• lt'gJfmünto 
se encut-ultn1n a su d•s.poslCl('ln, este dcb<."<.1 sct'l.1t,u t•I ,-,,clm-o o lugJr e11 que se 
i•ncucntra para quo a su costJ .se trJJndt~ ciped1t COf>'" de rllos o se requiera su 
mm1sión cu,1odo Osta st•J kgalmcntc póSlblc. PJra este el1..•cto dt•bt•ra KJcntrflCdf 
con toda pnmSl6n los documcnt05 y trJIJndo.st' d1..1 las qw put:'d;1 tener a su 
d1spo51e'611 bc1st.J111 con que acomp..100 cop¡..J de /.:J sobotud c:k•bldJmente 
prtJsentada pot lo menos cu>eo dias ant1.1s de l.:J 111terpo..u:10n diJ IJ dcmarKJa Se 
enttendo que el demandante llCJlc <1 su dispoSICIÓft lo5 dcicuff1t.'nto.s cu.indo 
legalmente put."Cl.J ob11..•ner cop¡a lluforuad.J de los 0IJtJ:11J~.S o de las 
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constancias. En nlngün caso so roquerird al envio do un expediento 
admlnlstrotivo. 

(REFORMADO, D.O. 15 DE DICIEMBRE DE 1995) 
Si no so adjuntan a la demanda los documentos a qua so rcf10rc asto proccpto. 
el magistrado instructor rcqoorirá al promovcnto para que los ptoscnto dentro do/ 
plazo do cmco dias Cumldo el promovonto no los prosanlc dentro do dlCho 
plazo y se trato do los documentos o qua so rof10ron las fraccionas t n IV. se 
tondrii por no prosontnda l.1 demanda. Si so trata de las pruebas a que se 
roft0rcn las lroccionos V, VI y VII, las mismas so tondrdn fX>1 oo ofrecidas 
(ADICIONADO, D.O. 29 DE DICIEMBRE DE 1997) 
Cuando on el documento en el qua consto ol acto impugnado a qua so rofwrc la 
fracción /JI do asto articulo, so haga refo1onc1a a mfom1ación confldonc1al 
proporc10nada por taremos indopond10ntos, obtenida en e>/ cjcuc1c10 do las 
facultados a qua so refieren los mticulos 64·A y 65 do la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, el domar1d<111to so 11/Jstondr,1 do wvc/,1r d1cl1a información La 
información confKfcncml 11 quo so mf10ron los .1f1iculos citados no podrá ponerse 
o disposición do los autoruíldos en la demanda p,Jf<l Olf y n.lClblr 11ot1frcaciones, 
SiJ/vo que se trnto de las wproscnt,1ntos a que se refieren los .1rtículos 46. 
fracción IV y 48, fmcción VII do cstu Código 

a).- Se debe presentar pluralidad de número de copias para la 

distribución entre las partes, a efecto de que todas se encuentren en 

aptitud de oponer sus excepciones y alegar lo que a su derecho 

ocnvenga. 

b).- Si la demanda se presenta por apoderado del demandante, 

sea éste persona flsica o moral, deberá acompañarse el documento 

conforme al cual se acredita la personalidad, salvo que en la resolución 

impugnada se le haya reconocido la misma. 

Cabe señalar que a partir del 1 º de enero de 1991, se introduce lo 

que se conoce como "registro de personería".~ 

$• El registro de personcriu se rclt«Ne a que s1 la per$00ahdad se encuentra acreditada en un 1uet0 
anlenor basta con sul'\alar el nUrT'ICfo do registro para que no e.aisla ta ~ de lener que estar 
8Cfed~ando en cada ¡uioo 13 pe<sonahdad 
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c).- El documento de la resolución que se está reclamando. En 

caso de no poseerlo por haberse extraviado, deberá solicitarse de 

Inmediato una copia certificada a la autoridad que notificó y en caso de 

que no sea otorgada dentro del término legal, presentar la demandan 

acompañada de la copia sellada por la oficialia de partes de la 

autoridad notificadora, para que el magistrado instructor requiera a la 

autoridad demandada para que al producir su contestación la adjunte. 

d) Agregar la copia autógrafa de la constancia de notificación 

'excepto cuando el demandante aclare bajo protesta de decir versas 

que no recibió constancia o cuando hubiera sido por correo. Si la 

notificación fue por edictos deberá señalar la fecha de la última 

publicación y el nombre del órgano en que ésta se hizo'. 

e) El cuestionario e interrogatorio que debe desahogar el perito o 

los testigos, los cuales deben ir firmados por el demandante. 

f) El interrogatorio para el desahogo de la prueba testimonial, el 

cual debe ir firmado por el demandante en los casos señalados por el 

último párrafo del articulo 232.~5 

"(REFORMADO POR LA FRACCION 111 DEL ARTICULO DECIMO PRIMERO DE LAS 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE l.A LEY ORGANICA DfL TRIBUNAL FISCAL DE LA 
FEDERACION. DO 31 DE DICIEMBRE DE 7000) 
Cuando los testigos tengan su domioho fuera de la sede de la Salo1, se podr3 ocsatIDgar la p~ueba 
mochan!·! m.hoito, previa califlCaCJOn hecha por e1 magistrado 'f!Structor del 1nlertogatono 
presentado, pudiendo rcpwgunlar ei m.i91stfado o 1uc1 que desahogue el Cl.tlof'IO Para d•hgenoar 
el c:..horto el magrstrndo del T11bunaf Federal de Jushci.."t F1sc..11 y Adm.inrstratrva podt3 sohcitar el 
aw.1ho de algún Juez o magistrado drn Pode< Judoal de la F cdcraoOn o de algún tnbunal 
adm101stratrvo f<!'deral 
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g).- Cuando las pruebas documentales no obren en poder de la 

parte actora deberá ésta solicitarlas por escrito a la autoridad 

administrativa que las posee y en caso de que ésta no las otorgue 

deberá acompañarse copia del escrito sellado por la oficialla de partes 

de esta última. 

El mismo articulo 209 del Código Fiscal de la Federación dispone 

cual es la sanción en caso de hacer omisión a los documentos 

señalados anteriormente. 

(REFORMADO, DO. 15 DE DICIEMBRE DE 1995) 
Si no so adjuntan o la doma11da los docunu.mtos ,1 quo so rcfioro esto prccoplo. 
al magistrado mstructor roqaenrd al promcwonte p.1ra quo los presento dentro del 
plazo do cinco dlas. Cuando ol promovcnte no los proscnto dentro do dicho 
plazo y so trato do los documentos a quo so refiemn /,1s fraccronos I a IV, so 
tondra por no prosonlad,1 la demanda S1 se trat,1 do /,1s pruebas a quo so 
rofioron las fmcoones V. VI)' VII. 1,15 m1sm,is s1,> tcmdri'Jn por no ofrecidas 

(ADICIONADO, DO. 29 DE DICIEMBRE DE 1997) 
Cuando un ol documento on ol quo consto ol acto impugnado a quo se teficro la 
fracción 111 do oste articulo, so haga roferrmcia a mfom1ación confKJonci.11 
propotcionada por torcoro.s 1ndopcnd1entos. obtemda en el e1erocio de 1.Js 
facultades a que so rof1Cren los m1iculos 64-A y 65 du /J ley del Impuesto sable 
la Renta, DI demandante so abs1t.11ldr.1 c1o rc~·olar d1ct1a mlorm:wón La 
información confKJonaat a quo so rofioron los 11rt1culos citados no fK>dr.1 ponerse 
a disposrción do los autorizados en /,1 dcmtmda p.1ra oir )' recibir notificac10t1Cs. 
safvo quo so tr.1tc da los wpwsenlarites " qm.l so rcfiort•n los .1rticulos 46. 
fraCCIÓll IV y 48, lr,iccrón VII do oslo COd'!/(J 

Se planteó ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación la 

inconstitucionalidad del último parrafo del articulo 209, y nuestro 

Maximo Tribunal en sesión privada celebrada el 3 de agosto de 1995, 

resolvió lo siguiente: 

DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA EN EL JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ARTICULO 209, UL TlllO 

PARRAFO, DEL CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION 

VIGENTE A PARTIR DE 1990, VIOLA EL ARTICULO 1' 
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CONSTITUCIONAL. El articulo 209, último párrafo, del Código 

Fiscal do la Federación al estabfecor quo o/ Magistrado /nstniclor 

tendrá por no presentada fa domanda cuando no so adjunten los 

documentos especificados on las fracciones 1 a IV del cilado 

precepto legal, viola el articulo t 4 constitucio11<1/, no sólo porque se 

aparta de la naturoloza del juicio contencioso administrativo, que 

responde a la convonioncia y 11ecosidad do oto1gar al gobernado 

un eficaz medio de dofonsa en contra de los actos do fa autoridad 

administrativa a travós do un proceso soncillo en et que el afectado 

pueda hacor sus pla11teamientos y apottar sus pwe/Jas sin mayores 

fonnalidados, a fi11 do acreditar la ileg11/idad del acto administrativo 

quo la autoridad puedo preparar durante muchos atlas y que 

además goza de t111a prosunción legal do valtdcu, sino además 

porque al eliminar la provonció11 pam rogularizat la demanda, que 

estuvo vigon/e desdo la Loy do Juslicia F1sc11t de t 936 y que 

impera 011 la mayotla de las /ogislacio11es procesa/os do Mexico. 

establoco una consecuencia dospropo1cionada a la omisión en que 

pueda incurrir el domandanto rompiendo el nqwl1b1io entre las 

patios y dejando indefenso ,11 gobomado al impedirle alegar y 

probar en contra dol acto administrativo. así como el obtener una 

resolución quo dirima fas cuestiones debatidas, violando así las 

fommlidados esenciales da/ procedimio11to que debe reunir todo 

juicio previo a un acto priv,1tivo'~ 

Ampa10 directo en revisión 933/94 Bltt. S.A. 20 da marzo do 1995. 
Mayoría da nuevo votos. Pono11te: Matia110 Azuela Gú1lró11. 
Secretaria: Maria Estola Forrer Mac Gmgor Poisol 

Amparo dime/o en rovisión 978194. Paulina Gatci,1 Sái11z Bengoloo. 
20 de marzo de 1995. Mayoría do ocho votos. Ponente: Juan Dlaz 
Romero. Socrelario: Jorge Carenzo Rivas 

" Novena Época, lnSlanoa: Pleno, Semanano Judioal de la Federaoón y su Gacela, Tomo 11. 
Agoslo de 1995, Tesis P /J 13195. Pllg 5. 
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Amparo diroclo en revisión 1694194. Maria Eugenia Espinosa Mora. 
10 de abril do 1995. Unanimidad do nuovo votos. Panonio: Mariano 
Azuela Güitrón. Socrotaria: Maria Estola Forrar Mac Grogor Poisot. 

Amparo diroclo on revisión 1888193. Fomar1do Acosta Galván. 22 
do junio do 1995. Unanimidad do aneo votos. Pononto: Juan Silva 
Moza. Socrotario: Sorgio Eduardo A/varado Puonlo. 
Amparo diroclo on rovisión 1328194. Grupo Salomón, S.A. do C. V. 
22 do junio de 1995. Unanimidad do diez votos. Panonio: Juan 
Silva Moza. Socrotario: Sergio Eduardo A/varado Puonlo. 

El Tribunal Piona on su sesión privada ca/obrada el Iros do agosto 
on curso, por unanimidad do aneo votos do los soñaras Ministros 
Prosidonlo José Viconto Aguinaco Alemán, Sergio Salvador Aguirro 
Anguiano. Mariano Azuola Gliilrón. Juvontino V. Castro y Custro, 
Juan Dlaz Romero. Genaro David Góngora Pimentol, Josó de 
Josús Gudirlo Pe/ayo, Guillermo /. Orliz Mayagoitia, Humberlo 
Román Palacios. Oiga Maria Sánchoz Cordero y Juan N. Silva 
Moza; aprobó, con o/ nlimoro 1311995 (9a.) la tosis do 
jurisprudencia que antocodo; y dolonninó qua las votaciones do los 
proceden/es son idóneas para integrarla. Móxico, Distrito Federal. a 
Iros de agosto do mil novecientos noventa y cinco. 

Con tal motivo a partir del 1º do enero de 1996, 'si no se adjuntan 

a la demanda los documentos, el magistrado instructor requerirá al 

promovente para que los presente dentro del plazo de cinco días, sino 

lo hiciere se tendrá por no presentada la demanda. 

5.4.2. Omisión de datos: 

Por lo que hace a la omisión de datos de la demanda fiscal, 

encontramos que el multicitado articulo 208 en su penúltimo párrafo 

hace referencia, al señalar que: 

(REFORMADO, O.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2000) 
Cuando se omita el nombro del demandante o los datos procisados 
en las fracciones 11 y VI, ol magistrado instructor desechan! por 
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improcedente la demanda interpuesta. Si se omiten /os datos 
previstos en /as fmccionos 111, IV, V, VII y VIII, el magistrado 
instructor requerirá al promovonto paro que /os sella/e dentro do/ 
lónníno de cinco dfas, apercibiéndolo que do no lwcerlo en tiempo 
se tendrá por no presentada la demanda o por no ofrecidas las 
pruebas, sogün corresponda. 

Determinado por el magistrado instructor que hay ausencia de 

alguno de los datos, procede que se dicte, sin más trámite, 

debidamente fundado y motivado, un auto de desechamiento de la 

demanda por improcedente. 

Contra ese acuerdo el actor debe interponer, si lo considera 

incorrecto y dentro de los quince dfas siguientes a aquel en que surta 

sus efectos fa notificación, el recurso de reclamación ante la Sala a la 

que se encuentra adscrito el magistrado instructor. 
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Capitulo V 

Supletorledad de la ley 

5.1 Concepto 

"Aplicación supletoria o complementaria de una ley respecto de 

otra. La supletoriedad puede ser la categoría asignada a una ley o 

respecto de usos, costumbres o principios generales del derecho. No 

procede sin embargo la supletoriedad derogatoria, ya que la 

supletoriedad sólo se aplica para integrar una omisión en la ley o para 

interpretar sus disposiciones en forma que se integren con principios 

generales contenidos en otras leyes."57 

Asimismo, sirve de apoyo para intentar definir la supletoriedad de 

leyes, el criterio sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Cuarto 

Circuito en la tesis aislada que tiene como número de registro 208, 871 

y que a continuación se señala: 

"SUPLETORIEDAD.· La supletoriadad de la ley, sólo se surte 

cuando, en determinada institución ¡uridica prevista por la ley 

a suplir, existen lagunas u omisiones. las cuales podrían ser 

subsanadas con las disposiciones que la ley supletoria 

contenga en relación a diclw institución jurídica, pero de 

ninguna manera la supletoriedad tendrá el alcance de aplicar 

" lnslltuto de onveshgaoones Jurídicas UNAM ~[11).Jurllt~.MelU'dlllO. Ed•tonal Pooua. S.A 
de C V. México, 1998 Pi\g 1979 
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dentro de la codificación especial relativa, instituciones o 

requisitos no contemplados en la ley a suplir. o68 

Amparo directo 898194. Hugo Jaime Garcla. 11 de enero de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Ccrdán Lira. Secretario: Raúl 
Alvarado Estrada. 

Amparo directo 842/94. Designa, S. A. 4 de enero de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Cerdán Lira. Secretario: Raúl 
Alvarado Estrada. 

La supletoriedad sólo se aplica para integrar una omisión en la ley 

o para interpretar sus disposiciones en forma que se integren con 

principios generales contenidos en otras leyes. 

Me parece útil acudir a lo que esta Suprema Corte y los 

Tribunales Federales han dicho sobre la supletoriedad de leyes, pues 

en esta materia se tiene bastante camino andado. 

A guisa de ejemplo transcribo las siguientes tesis: 

SUPLETORIEDAD DE LAS LEYES PROCESALES. 

PRINCIPIOS QUE LA RIGEN. La aplicación de las leyes 

supletorias sólo tienen lugar en aquellas cuestiones procesales 

que. comprendidas en la ley que suplen, se encuentren 

carentes de 

reglamentadas. ~9 
reglamentación o def1c1e11temente 

"'Oclava Epoca, lnslanaa: TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO Fuenle 
Somanano Judicial do la Fcdertlción. Tomo· XV·ll, Fobtc~o de 1995. Tcs.s IV 3o 119 K, Pá\J"'a 
563 
,. Sephma ~poca. Pleno. Somannno Judoal de la Fede<acoón Tomo 121·126. Promc~a Patte. Pág 
157. 
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Amparo en revisión 276rT6. Guanos y Fertilizantes de México, S. A. 6 
de febrero de 1979. Unanimidad do 19 votos. Ponente: Antonio Rocha 
Cordero. 

Quinta Epoca: 
Tomo CXI, pág. 1022. Revisión fiscal 166/51. Oficialía Mayor de 
Acuerdos. Anáhuac, S. A. 9 de febrero de 1952. Unanimidad do 4 
votos. Ponente: Francisco Ramlroz. 
Tomo CX, pág. 1755. Revisión fiscal 256151. Oficialla Mayor de 
Acuerdos. Cla de las Fábricas de Papel do San Rafael y Anexas, S. 
A. 3 de diciembre de 1951. Unanimidad de 4 votos. Ponente: Nicéforo 
Guerrero. 
Nota: Esta tesis tambíón aparece en Apéndice 1917-1965, Primera 
Parte, Pleno, tesis 66, pág. 172 (primera tesis relacionada). 

SUPLETORIEDAD DE LEYES. CUANDO SE APLICA. La 

supletoriedad sólo se aplica para integrar una omisión en la ley 

o para interpretar sus disposiciones en forma que se integre 

con principios generales contenidos en otras leyes. Cuando fa 

referencia de una ley a otra es expresa, debe entenderse que 

Ja aplicación de fa supletoria se liará en los supuestos no 

contemplados por fa primera ley que fa complementará ante 

posibles omisiones o para fa interpretación de sus 

disposiciones. Por ello, fa referencia a leyes supletorias es la 

determinación de fas fuentes a fas cuales una ley acudirá para 

deducir sus principios y subsanar sus omisiones. La 

supfeloriedad expresa debe considerarse en los términos que 

fa legislación la establece. De esta manera, la supletoriedad en 

la legislac1ón es una cuestión de aplicación para dar debida 

co/1erencia al sistema jurídico. El mecanismo de suple/oriedad 

se observa generalmente de leyes de contenido especializado 

con re/ac1ó11 a leyes de contenido general. El carácter 

supletorio de la ley resulfa. en consecuencia, una integración, y 

reeMio de una ley especializada a otros textos legislativos 
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generales que fijen los principios aplicables a ta regulación de 

la ley suplida; implica un principio de economia e integración 

legislativas para evitar la reiteración de tales principios por una 

parte, as/ como la posibilidad de consagración de los preceptos 

especiales en la ley suplida. 60 

Amparo directo 173/91. María Verónica Rebeca Juárez Mosqueda. 3 de abril 
do 1991. Unanimidad do votos. Ponente: Gonaro David Góngora Pimentel. 
Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco. 
Amparo directo 983/95. Guillcrmina Luna do Rodríguez. 18 de mayo de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Alfredo Soto Villaseñor. 
Secretario: Jacinto Juárez Rosas. 
Amparo directo 1103/95. Afianzadora Lotonal, SA 1o. de iunio de 1995. 
Unanimidad do votos. Ponente: Carlos Alfredo Soto Villaseñor. Secretaria: 
Andrea Zambrana Castañeda 
Amparo directo 1233/96 Nacional Financiera. S.N.C. 16 de mayo de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Lanz Cárdenas Secretario: 
Vicente Román Estrada Vega. 
Amparo en revisión 1523/96 Jaime Levy Alcahe. 24 de junio de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Alfredo Soto V1llaseñor. Secretaria. 
Silvia Elizabeth Morales Ouezada 
Novena Epoca, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo V, 
enero de 1997, tesis l.3oA J/19, página 374 

LEY, SUPLETORIEDAD DE LA. La supletoriedad de la ley 

implica que la ley suplida regula deficientemente una 

determinada institución jurídica que si se encuentra prevista en 

la ley suplente, por lo que no puede /Jaber supletonedad 

cuando el ordenamiento legal suplido no contempla la figura 

jurídica de que se trata.º' 

.,Novena Epoca, lnslanoa TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO Fuente Scmanano Judc"1I de ta Fcdcrac.00 y su Gacela. Tomo V, 
Enero de 1997, Tesos 130 A J/19, Pág•ru 374 
" NovL'fla Epoca, SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO SEPTIMO CIRCUITO, 
Semanana Jud1oa1 de la Fcdcraoón y su Gaceta, Tomo IV. SepllCfllbtc du 1996. Tesis XVII 2o 20 
K, página 671 
Novena Epoca, Semana110 Judooal de la Fede<acl6n y su Gaceta, Tomo 111, Al>rd de 1996, Tesis 
IV 2o.8 K, página 480 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO SEPTlMO 
CIRCUITO. 
AMPARO DIRECTO 320/95. MARIA CELIA SALCIDO HERRERA Y 
OTRAS. 17 DE AGOSTO DE 1995. UNANIMIDAD DE VOTOS. 
PONENTE: V(CTOR MANUEL CAMPUZANO MEDINA. 
SECRETARIO: DAVID FERNANDO RODRIGUEZ PATEt:N. 

SUPLETORIEDAD DE UNA LEY A OTRA. REQUISITOS 

PARA SU PROCEDENCIA. Los requisitos necesarios para que 

exista supleloriedad de una ley respecto de otra. son a saber: 

1. - Que el ordenamiento que se pretenda suplir to admita 

expresamente y serla/e la ley aplicable; 2.- Que la ley a suplirse 

contenga la institución jurídica de que se trata; 3.- Que no 

obstante la existencia de ésta, las normas reguladoras en dic/10 

ordenamiento sean insuficientes para su aplicación al caso 

concreto que se presente. por falla total o parcial de la 

reglamentación necesaria, y 4.- Que las disposiciones con las 

que se vaya a colmar la deficiencia no contrarien las bases 

esenciales ele/ sistema legal de sustentación de la institución 

suplida. Ante la falta de uno de estos requisitos. no puede 

operar la supletoriedad de una ley en otra. 61 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. 
Amparo en revisión 44/96. Eisa Blomeier Eppen. 27 de marzo de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Leandro Fernández Castillo. 
Secretario: Daniel Cabello González. 

Véase: Semanario Judicial de la Federación, Novena Epoca. Tomo 11-
Agosto, Segunda Sala. tesis LXXl/95, página 272. 

•: Novena Epoca, lnstanoa Segundo Trtbunal Coleg•ado del Cuarto C11cw10 fUC11lc Semanario 
Judoeaal do la FederaD6n y su Gaceta. Tomo 111. abr~ do 1996. Tosos rv 20 8 k pagona 480 
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SUPLETORIEDAD. La suplatoriedad de la ley, sólo se surte 

cuando, en detenninada institución jur/dica prevista por la ley a 

suplir, existen lagunas u omisiones, las cuales podrian ser 

subsanadas con las disposiciones que la ley supletoria 

contenga en relación a dicl1a institución jurídica, pero de 

ninguna manera la supletoriedad tendrá el alcance de aplicar 

dentro de la codificación especial mlativa, instituciones o 

requisitos no contemplados en la ley a suplir. 63 

Amparo directo 898/94. Hugo Jaime García. 11 de enero de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Cerdán Lira. 
Secretario: Raúl Alvarado Estrada. 
Amparo directo 842/94. Designa, S. A. 4 de enero de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Cerdán Lira. 
Secretario: Raúl Alvarado Estrada. 

SUPLETOR/EDAD DEL CÓDIGO FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTOS CIVILES. SALVO DISPOSICIÓN DE LA 

LEY, TIENE APLICACIÓN EN PROCEDIMIENTOS 

ADMINISTRATIVOS FEDERALES. El Código Federal de 

Procedimientos C1vl/es debe estimarse supletoriamente 

aplicable (salvo disposición expresa de la ley respectiva). a 

todos los procedimientos administrativos que se tramiten ante 

autoridades federales, teniendo como fundamento este aserto. 

el /Jecho de que si en derecllo sustantivo es el Código Civil el 

que contiene los pr111c1pios generales que rigen en las diversas 

ramas del Derecho. en materia procesal, dentro de cada 

jurisdicción, es el código respectivo el que señala las nonn,1s 

"Octava Epoca. Scmanano Judooal de la Fcdernoón, Tomo XV·ll Febrero. test> IV 3o 119 K, 
págona 563 



que deben regir los procedimientos que so sigan ante las 

autoridades administrativas, salvo disposición expresa en 

contrario.64 

Amparo en revisión 82/89. Margarita Bernardina Hernández de los 
Santos. 27 de junio de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos 
Gerardo Ramos Córdova. Secretario: Diógenes Cruz Figueroa. 

De acuerdo con los criterios reproducidos, podemos sostener que 

la supletoriedad se aplica para llenar una omisión en la ley, o para 

interpretar sus disposiciones, de modo que se integren con principios 

generales contenidos en otras leyes. 

Cuando la remisión de una ley a otra es expresa, debe 

entenderse que la aplicación de la supletoria se hará en los supuestos 

no contemplados por la primera ley y que la complementará ante 

posibles omisiones o para la interpretación de sus disposiciones. Por 

ello, Ja referencia a leyes supletorias es la determinación de las 

fuentes a las cuales una ley acudirá para deducir sus principios y 

subsanar sus omisiones. 

La supletoriedad expresa debe considerarse en los términos en 

que la ley la establezca. Es de esta manera, una cuestión de 

aplicación para dar debida coherencia al sistema jurldico. 

" Oclava Epoca. Semanwio Judcull de la Fedcrnción, Tomo XV·ll Feb<mo. T.,... Vl.10.185 C, 
pllgina 563. 
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5.2 Requisitos para que opere la supletorledad de la ley. 

El mecanismo de supletoriedad se observa generalmente de 

leyes de contenido especializado con relación a leyes de contenido 

general. 

El carácter supletorio de la ley resulta, en consecuencia, una 

integración y reenvlo de una ley especializada a otros textos 

legislativos generales que fijen los principios aplicables a la regulación 

de la ley suplida; implica un principio de economía e integración 

legislativas para evitar la reiteración de tales principios, por una parte, 

así como la posibilidad de consagración de los preceptos esenciales en 

la ley suplida. 

Para que opere la supletoriedad, se requiere, entonces, de dos 

ordenamientos: 

1. La ley a suplir; y, 

2. La ley supletoria. 

En tratándose de la supletorledad expresa, la ley a suplir debe 

contener en su texto la remisión al ordenamiento legal que deba ser 

supletorio; es decir, debe preverse expresamente en el ordenamiento a 

suplir, característica sin la cual no puede existir esta figura. 
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Los presupuestos para que opere son: 

1. Que el ordenamiento que se pretende suplir lo admita 

expresamente y señale la ley aplicable; 

2. Que la ley a suplir contenga la institución o figura jurídica de 

que se trata; 

3. Que no obstante la existencia de ésta, las normas reguladoras 

de dicho ordenamiento sean insuficientes para su aplicación al 

caso concreto que se presente, por falta total o parcial de la 

reglamentación necesaria: y, 

4. Que las disposiciones con las que se vaya a colmar la 

deficiencia no contrarien las bases esenciales del sistema legal 

de sustentación de la institución o figura suplida. 

Estas reglas admiten corno excepción a la necesidad de que la 

institución esté prevista en el ordenamiento que pretenda suplirse, el 

que su aplicación sea indispensable para aclarar conceptos ambiguos, 

obscuros. contradictorios o para subsanar alguna omisión en la ley, de 

tal manera que de no realizm la aplicación supletoria de las 

disposiciones que rigen esa institución se irnpediria prácticamente al 

juzgador impartir justicia. 

Asl, existiendo una laguna en la ley y falta de disposición que 

establezca la ley supletoria, se debe atender a lo que en la teoría se 
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conoce corno la "integración interpretativa del derecho", que no es 

otra cosa que la aplicación supletoria de usos, costumbres y 

principios generales del derecho contenidos en otros ordenamientos, 

que permitan colmar el vaclo existente. 

A este respecto, la doctrina ha sido uniforme al sostener que la 

aplicación de otras leyes para suplir ese vaclo puede realizarse 

mientras se trate de aspectos cuyo contenido no es el objetivo de la 

ley primaria; es decir, la ley general puede suplir a la especial. 

Para determinar cuándo debe aplicarse supletoriarnente una 

disposición es necesario hacer referencia a la tesis de jurisprudencia 

sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

con el rubro 'SUPLETORIEDAD DE LEYES, REQUISITOS PARA 

APLICARSE' y que a continuación se transcribe: 

"SUPLETORIEDAD DE LA LEY. REQUISITOS PARA QUE 

OPERE.· Los requisitos para que exista la supletoriedad de 

unas nomia respecto de otras, son a) que el ordenamiento 

que se pretenda suplir lo admita expresame11te, y señale el 

estatuto supletorio; b} que el orcfenamie11to objeto de 

supletoriedad prevea la 1nstitució11 jurídica de que se trate; c) 

que no obstante esa previsión, las nom1as existentes en tal 

cuerpo jurídico sea11 suf1cie11tes para su aplicación a la 

situación concreta prese11tada, por care11cia total o parcial de 

la reglamentación 11ecesaria, y d} que las disposicio11es o 

principios con los que se vaya a llenar la deficiencia no 

contraríen. de algu11 modo, las bases esanciales del sistema 
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legal de sustentación de la institución suplida. Ante la falla de 

uno de estos requisitos, no puede operar la supletoriedad de 

una legislación on otra·. 65 

5.2.1.- Cuando la Institución está contemplada en la Ley respecto 

de la cual se pretende la aplicación supletoria. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación señaló que por regla 

general, cuando una institución jurídica no está contemplada en la ley 

especial, opera la supletoriedad de la ley general, cuando de 

preferencia as! se contenga expresamente. 

Se afirma que la ley puede ser suplida siempre y cuando, esta 

supletoriedad se circunscriba a preceptos expresamente 

reglamentados en la ley. 

En nuestro caso concreto. podríamos utilizar la figura de la 

aclaración de la demanda en el Código de Procedimientos Civiles para 

el Distrito Federal, porque en este ordenamiento procesal existe corno 

tal y el Código Fiscal de la Federación acepta la supletoriedad del 

mencionado ordenamiento en su artículo 197 que señala: 

(REFORMADO PRIMER PARRAFO POR LA FRACCIÓN 111 DEL 
ARTICULO DtCIMO PRIMERO DE LAS DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS DE LA LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN, O.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2000) 
Articulo 197.-.., Los juicios quo se promuevan arito el Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, se regirán por las 

'" Instancia Tnbuna!es Colegiados de Carcu110 Octa ... ·¿t Epoca Gaccli1 del Semana110 Judic~ de ta 
Fcderac.ión Tomo 76. nbnl de 199-1. pag 33 
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disposiciones de este Título, sin perjuicio de lo dispuesto por los 

tratados internacionales de que México sea parte. A falla de 

disposición expresa so aplicará suplotoriamonto ol Código 

Federal do Procedimientos Civiles siempre que la disposición de 

este último ordenamiento no contravenga al procedimiento 

contencioso que establece este Código. 

Asl las cosas, existe de manera expresa la posibilidad de utilizar 

figuras que no estén contempladas por falta de disposición, y por lo que 

respecta al juicio contencioso ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal 

y Administrativa. 

5.2.2.- Que la Institución contemplada en la Ley no tenga 

reglamentación, o bien; que conteniéndola sea deficiente 

Para entender aun mejor lo que a este punto se refiere, 

empezaremos por señalar que en los ordenamientos procesales 

existen figuras que sirven para solucionar un problema en concreto, 

pero éstas figuras no siempre encuentran su regulación o bien 

encontrándola no es clara, es por eso que es necesario acudir a otro 

ordenamiento procesal. 

En tal sentido, es evidente que un precepto no contemplado 

expresamente en el cuerpo de la ley, no podrá ser suplido por el 

ordenamiento legal en caso do insuficiencia o silencio de la misma. 
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Para mayor ilustración, uno de los casos que encontramos en ese 

sentido es el referido a la figura de las MEDIDAS DE APREMIO en 

materia mercantil, en este caso son aplicables supletoriamente las que 

se contienen en el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal, respecto de los procedimientos iniciados bajo la vigencia de la 

Ley de Quiebras y Suspensión Pagos. 

Si bien es cierto que el articulo 6º transitorio de la Ley de 

Quiebras y Suspensión de Pagos, constriñe la aplicación supletoria del 

Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal como se 

señaló en el párrafo anterior, respecto de las medidas de apremio, no 

puede considerarse, como una limitación al juzgador para obligar a las 

partes para cumplir con sus determinaciones y mantener con ello la 

celeridad procesal que los juicios de naturaleza mercantil requieren, 

siempre que sea indispensable aclarar conceptos ambiguos, oscuros, 

contradictorios o subsanar alguna omisión en dicha materia. 

En este caso, las medidas de apremio aunque se encuentran 

contempladas en el Código de Comercio, en los articules 1177 y 1303, 

fracción VI. Sin embargo, esos preceptos no las reglamentan 

suficientemente, y como las disposiciones respectivas de la legislación 

local adjetiva no encontraria de modo alguno las bases de esa 

institución contemplada por la legislación mercantil. 
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CAPITULO VI 

Aclaración de la demanda en distintas materias 

6.1. Amparo 

Este capitulo abordara como tema, la aclaración de la demanda 

en distintas materias, de entre las cuales se encuentra el amparo. 

En la Ley de Amparo encontramos un precepto que de manera 

expresa nos indica en que casos procede la aclaración de la demanda 

y los efectos que tiene el no acatamiento de esta prevención. 

El mencionado articulo a la letra refiere lo siguiente: 

"ARTICULO 146.· Si hubiere alguna irregularidad en el escrito do 

demanda, si so hubiere omitido en olla alguno de los requisitos a que so 

refiero el articulo 116 de esta ley; s1 no se hubiese expresado con 

precisión el acto reclamado o no so hubiesen exhibido las copias que 

sei\ala el articulo 120, el Juez de Distrito mandará prevenir al promovonte 

que llene los requisitos omitidos, haga las actarac1ones que corresponda. 

o presente las copias dentro del término de tres días. expresando en el 

auto relativo las irregularidades o deliciencias que deban llenarse, para 

que el promovenle pueda subsanarlas en tiempo. 

Si el promove11to 110 llenare tos rcqursitos omitidos, 110 hiciere las 

aclaraciones conducentes o no presentare /a·s copias dentro del 

témiino serlalado, el juez do Dislrito tendnl por no mterpuosta la 
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demanda, cuando el acto reclamada sólo a/ocle al patrimonio o 

derechas patrimoniales del quejosa. 

Fuera de /os casos a qua so refiero el párrafo anterior, tronscurrida el 

lénnlna seila/ado sin haberse dada cumplimionla a la providencia 

relativa, el juez mandará corror traslada al Ministerio Ptiblica. por 

veinticuatro /loros, y en vista de /o que éste exponga, admitirá o 

deseclmrá /a demanda, dontro do otros veinticuatro /Joras, según fuere 

procedente". 

Cabe señalar que en materia de amparo es llamado como "All/O 

aclaratorio o de perfeccionamien/0'66
, a aquél que se dicta entre el auto 

de desechamiento definitivo de la demanda de amparo y el de su 

admisión, otorgando la posibilidad de que a la demanda recaiga el 

mencionado proveído judicial. Esto implica un desechamiento de la 

demanda de amparo, pero no con el carácter definitivo a que alude el 

articulo 145 de la Ley de Amparo, sino provisional, en el sentido de que 

mientras el quejoso no aclare su demanda o no llene los requisitos 

omitidos, ésta no se le admitirá. 

Esta especie de auto aclaratorio se encuentra previsto en el 

primer párrafo del precepto antes transcrito, al respecto podemos 

señalar que de acuerdo a un antiguo precedente de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, la facultad del juez de prevenir al promovente 

para que aclare su demanda cuando en ella exista alguna irregularidad 

debe ejercitarse antes de admitir la demanda, pero no después de 

,. Burgoa Orthucla lgnaoo, EU~o. Ed Po11\Ja, ~léuco. O F. 1997 Pág 657 
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tramitarse, sin embargo existe un criterio emitido por el Tercer Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito que al respecto 

señaló: 

"PERSONALIDAD EN EL AMPARO, DEFICIENCIA DE LA. Si 

en el curso del juicio de amparo el a quo advierte que la 

personalidad de quienes promovieron la demanda de garantías 

es deficiente, en aplicación de lo dispuesto por el articulo 146 de 

la Ley de Amparo, debió prevenir a la parte quejosa de que 

subsanara la irregularidad respectiva y no. con base en tal 

irregularidad, sobreseer en el juicio. porque con tal proceder 

viola las reglas fundamentales que nonnan el procedimiento de 

dicho juicio, al colocar a la parte quejosa en estado de 

indefensión."'' 

Amparo en revisión 99180. Asociación Ganadora Local de Jonuta, 

Tabasco. 6 do junio de 1980 Unanimidad do votos. Ponente: 

Gilber1a Lióvarra Palma. Socretaria: Ricardo Flores Maninez. 

Después de la vigencia del articulo 76 bis, fracción VI, las 

irregularidades graves, como la deficiente personalidad del promovente 

pueden mandarse aclarar por el juez federal, si las advierte en el curso 

del juicio y no necesariamente ante de admitir la demanda. 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

sostiene que el juez al dictar sentencia se encuentra obligado a 

prevenir al promovente para que subsane la deficiencia de su 

"Semanario JudlClal do la Fcdetac'6n. Tomo 133-138. Se11a Patio. Pag•na 122 
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personalidad lo que solamente puede hacer al resolver sobre la 

admisión de la demanda. 

La Segunda Sala de la actual integración de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha abandonado el criterio antes mencionado para 

sostener el consistente en que la personalidad es una cuestión 

respecto de la cual debe decidirse al proveer sobre la demanda, sino 

esta acreditada, prevenir al promovente en los términos del articulo 146 

de la Ley de Amparo, pues en caso contrario, el tribunal de alzada 

ordenara la reposición del procedimiento para que se subsane la 

irregularidad. 

Segundo párrafo del artículo 146 de la Ley de Amparo. 

Los requisitos de la demanda los encontramos en el artículo 116 

de la Ley de Amparo, pero el artículo 146 menciona la omisión de 

alguno de los requisitos, lo que trae como consecuencia que nos 

hagamos las siguientes preguntas: ¿sólo un requisito se puede mandar 

aclarar?, ¿y si son dos o mas?, ¿cuantos pueden ser aclarados?. 

Existe un antiguo criterio expresado por el Magistrado Guillermo 

Guzman Orozco en la improcedencia RA 5661/79, en el cual se estable 

lo siguiente: 

El artlculo 146 de la Ley de Amparo establece que cuando el juez 

encuentre alguna irregularidad en la demanda o que se ha omitido 

alguno de los requisitos señalados en el articulo 116 o que no se ha 

95 



señalado con precisión, el acto reclamado, deberá mandar llenar los 

requisitos omitidos o hacer las aclaraciones correspondientes. 

Pero es claro que ello procede cuando la demanda presentada 

satisface los requisitos sustanciales para ser considerada como una 

demanda básicamente viable, do manera que sólo requiera la 

aclaración de oscuridades u omisiones formales o de naturaleza 

secundaria, o relativas a omisiones que en alguna forma resultan 

excusables.68 

En caso de que una demanda sea absolutamente vacía en lo 

esencial, de manera que no contiene ni actos reclamados, ni 

autoridades responsables o conceptos de violación, no puede decirse 

que se este frente a una demanda oscura o irregular, no se puede 

hablar de una aclaración sino que tendría que formularse una 

verdadera ampliación o más aún una reformulación básica de la 

pretendida demanda inicial y debe concluirse que el juez no está 

obligado a subsanar, ni la parte quejosa, pueden hacerlo en ningún 

caso, fuera del término a que se refieren los articulas 21 y 22 de la Ley 

de Amparo. 

Ahora bien, siguiendo con el segundo párrafo del multicitado 

precepto, acusa la idea de que la disposición legal en él contenida se 

haya en contradicción consigo misma. al remitirse a lo prevenido en 

esa parto final del articulo 120 do la Ley de Amparo, a propósito del 

" G6ngora Pimcntcl Gcnaro lnl!!ld~.filullJQ..áelJwi;!!2.~e.l\IJWLQ. Ed P0trua. Méuco. O F 
1997. Pág 427. 

96 



término para exhibir las copias omitidas de la demanda de garantías. 

Conforme al aludido articulo 120, la presentación de las mismas debe 

hacerse por el quejoso antes de que expire el término para el ejercicio 

de la acción constitucional, so pena de tener por no interpuesta la 

demanda respectiva, en otras palabras, si el promovente del amparo ha 

dejado de adjuntar a su demanda una o más de las copias requeridas 

por el articulo 120, la indicada omisión debe subsanarse precisamente 

dentro del lapso en que legalmente deba intentarse la acción 

constitucional, pues de lo contrario ésta se reputaría precluida por la no 

presentación oportuna de la demanda. Por otra parte, según la 

disposición legal involucrada en el articulo 146 de la Ley de Amparo 

(segundo párrafo), la exhibición de las copias omitidas debe hacerse 

por el quejoso dentro del término de tres días siguientes al de la 

prevención judicial correspondiente, plazo que bien pudiera fenecer 

después de concluido el de la interposición de la demanda, 

circunstancia ésta última que vendría a no hacer susceptible dicha 

exhibición a la luz del articulo 120, a cuya observancia remite, en este 

punto, el primero de los preceptos señalados. como ya se dijo. La 

contradicción a que nos referimos se traduce en la circunstancia de que 

el articulo 146 (segundo párrafo), por un lado, dispone que el quejoso 

debe presentar las copias omitidas de su demanda de amparo, dentro 

de los tres dias siguientes al en que se haya formulado la prevención 

judicial correspondiente, y por otra parte. establece que, en el caso 

concreto de la no presentación de tales copias, deberá observarse lo 

ordenado por el segundo párrafo del articulo 120. 
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La contradicción mencionada estimamos que pued& salvarse, 

más no eliminarse de dicho precepto, sustentando la idea de que, 

cuando se trate de defectos o irregularidades que afecten a la 

demanda de amparo, distintas de la no adjunción de las copias 

prevenidas en el articulo 120 de la Ley de Amparo, la corrección 

respectiva debe realizarse dentro del término de tres días indicados: 

por el contrario, cuando la irregularidad no ataña a la demanda misma, 

sino a su presentación por no haber exhibido el quejoso las copias 

legalmente requeridas, el plazo para subsanarlas vence 

simultáneamente a Ja expiración del relativo al ejercicio de la acción 

constitucional, por lo que, si la exhibición de aquéllas se hace fuera de 

éste, no obstante tener lugar dentro del de tres días establecido en el 

artículo 146, la demanda se tendrá por no interpuosta.69 

Por lo que respecta a las copias, la prevención debe hacerse por 

el juez expresando en el auto relativo cuántas copias se deben 

presentar, y no, como algunas voces so hace, previniéndole que 

presente las copias fallantes, sin que se le diga cuántas. 

Por lo que respecta a la falla de precisión en el señalamiento del 

acto reclamado pueden dar lugar a muchos problemas: las autoridades 

responsables no podrían rendir su informo correcto, los terceros 

perjudicados no sabían claramente do que defenderse, la sentencia no 

tendría ejecución sobre la verdadera razón de sor del amparo. Por eso 

es importante que el juez do amparo estudie eso punto y en caso de 

., Burgoa Onhuela lgnaclO Ob Cll Pag 658 
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que sea impreciso el señalamiento del acto, mande aclarar la 

demanda. 

El auto aclaratorio contiene dentro de sus puntos principales los 

siguientes: 

a).- Previene al quejoso para que dentro de un término, llene los 

requisitos omitidos, o haga las aclaraciones que corresponda, o 

presente las copias omitidas. 

b).- Exprese las irregularidades o deficiencias que deben llenarse, 

para que el quejoso pueda subsanarlas. 

c).- Apercibe al quejoso en el sentido de que, si no cumplen los 

requisitos señalados en el auto aclaratorio, dentro del término de tres 

días se tendrá por no interpuesta la demanda si el acto reclamado sólo 

afecta los derechos del quejoso.70 

Al respecto de este terna existen algunas tesis que a continuación 

señalaremos: 

DEMANDA DE AMPARO, DESECHAMIENTO DE LA, POR 
OMISIÓN DE ALGUNOS DE LOS REQUISITOS PREVISTOS 
EN EL ARTICULO 116 DE LA LEY DE AMPARO. Cuando la 
demanda de amparo no reune los requisitos que establece el 
artículo 116 de la Ley de Amparo, el artículo 146 del mismo 
ordenamiento legal, prevé la obligación del Juez de Distrito de 
prevenir al promovente para que cumpla los requisitos omitidos, 

-· -
"' Arellano Garcla, Carlos !1a<;Ura.ElK=iu!eLIU!C!ll.ólLArn¡¡ar.o. Ed. Porrua. Méx1CO O F. 1998. 
Pág 246 
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sin que establezca diferencia alguna entre éstos en cuanto a si 
algunos deben estimarso básicos o esonciales para considerar 
que existe demanda de amparo, ya qua los únicos que, en su 
caso, pudieran eslimarse qua tienen ese carácter son: el nombre 
del quejoso, la autoridad responsable y el acto reclamado; por 
ende, es incuestionable que el Juez de Distrito debe requerir al 
promovente del amparo, de acuerdo con lo dispuesto en el 
articulo citado en Liltimo término. cuando con los datos 
aportados en la demanda sea posible lwcerlo, a efecto de que 
subsane la omisión en que incurrió, aun cuando se trate de 
varios requisitos y no desec/rar la demanda por motivo 
manifiesto e indudable de improcedencia. 71 

DECIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo en revisión (improcedencia) 643112000. Operadora Hard 
Rock do México, SA de C.V. 31 do agoslo de 2000. Unanimidad de 
votos. Ponente: Mario Pórcz de León Espinosa. Secretaria: Consuelo 
Garbuno Guerra. 
Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gacela, Novena 
Epoca, Tomo XII, diciembre de 2000, página 1382. les1s JI.lo.A 14 K. 
de rubro: "DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. LA DEFICIENCIA 
DE ALGUNO DE LOS REQUISITOS CONTENIDOS EN EL 
ARTICULO 116 DE LA LEY DE AMPARO, NO ES MOTIVO PARA 
TENERLA POR NO INTERPUESTA" 

"DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. LA DEFICIENCIA DE 

ALGUNO DE LOS REQUISITOS CONTENIDOS EN EL 

ARTICULO 116 DE LA LEY DE AMPARO, NO ES MOTIVO 

PARA TENERLA POR NO INTERPUESTA. De una sana 

interpretación del articulo 146 de la ley de Amparo. se advierte 

que este dispositivo establece que si hubiere alguna 

irregularidad en el escrito do cJem,1nda o si se !rubiera omitido en 

ella alguno do los requisitos a que se refiere el articulo 116 de la 

Ley de Amparo, el Juez de Distrito mandará prevenir al 

promovente que llene los requisitos omitidos. expresando en el 

11 Novena Epoca, lnst.anoa. TnbunaJcs Cok'91ados de C1rcu1to, Fuente· Scmanaoo Jud1C&31 00 la 
FcdcraClón y su Gaceta. Tomo XIII, FcblOfO de 2001, Tesis 1 11. A;>K, Pilg 1750 
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auto relativo las irregularidades o deficiencias que deban 

llenarse, para que en tiempo el promovente pueda subsanarlas. 

Como se ve, el término "alguna", denota más bien una referoncia 

genérica en relación a los requisitos contemplados en el citado 

articulo 116; por tanto, no limita en forma expresa que sólo se 

deba prevenir por la omisión de alguno de los requisitos 

formales, no siendo dable, por un lado, desechar Ja demanda 

por la insatisfacción de dos o más de ellos, sino requerir al 

impetrante de la tutela federal a fin de que complete, a 

satisfacción, los extremos exigidos por el plurirreferido numeral 

116 de la ley de la materia. De igual manera tampoco se 

advierte que se le otorguen facultades al Juez de Distrito, para 

que de la simple vista analice si la omisión de alguno de los 

requisitos lleva implícita la negligencia del promovente de 

amparo, para reparar con la debida oportunidad el escrito de 

demanda, al lograr un auto de prevención con el fin de ganar 

más tiempo y as/ realizar la debida preparación de su demanda 

inicial. Es por ello que si el Juez de Distrito con apoyo en tales 

fundamentos deseclw por notoriamente improcedente la 

demanda de garantías, die/Ja determinación contraviene lo 

dispuesto por el artículo 146 de la Ley Reglamentaria de los 

Artículos 103 y 107 Constitucionales.· 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL SEGUNDO CIRCUITO. n 

Amparo en revisión (improcedencia) 15112000. José Ramirez Medina. 
representante legal de la empresa Siderúrgica Tullltlán, S A de CV 9 
de junio de 2000. Unanimidad de volos. Ponente: óscar Germán 
Cendejas Gleason. Secretario: Luciano Valadez Pérez. 

n Novena E:poca, lnstancaa.· Tribunales Colegiados do Carcuito, Fuente· Semanario Judact.31 ce ta 
Fcderaci6n y su Gnccta. Tomo XII. Ooe>Cmb<e de 2000. T~·• 111 A 14K. Pág 1382 
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"DEMANDA, ACLARACIÓN DE LA. INTERRUPCIÓN DEL 

TÉRMINO PREVISTO POR EL ARTICULO 146 DE LA LEY DE 

AMPARO. Debe tenerse por implícitamente interrumpido el 

lórmino de tres días quo para aclarar la demanda establece el 

arlículo 146 de la Ley de Amparo, si dentro de ese lapso, el Juez 

de Distrito dictó un auto por el que en contestación al escrito 

aclaratorio de la parle quejosa, se negó a tener por 

cumplimentado el requerimiento relativo, declaró la subsistencia 

del apercibimiento y la vigencia del referido plazo ele tres días, 

pues de e/lo, sólo podría enterarse la parle quejosa cuando se le 

notificara ese acuerdo. De lo contrario, esto es, si so considerara 

que con motivo do la emisión de ese auto no se interrumpió 

die/Jo tóm1ino, ningün caso tendría el que se lwya dictado tal 

proveido. " 13 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO 
ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO 

EN MATERIA 

Amparo en revisión 142196 (Improcedencia). Francisco Javier 
Verduzco Ramlrez y otros. 21 de agosto de 1996. Unanimidad de 
votos. Ponente: Enrique Rodrlguez Olmedo. Secretaria: lrma Dinora 
Sánchez Enrlquez. 

6.2 Civil 

En materia civil, también encontramos la aclaración de la 

demanda y ello se encuentra plasmado en el artículo 325 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles que a la letra dice: 

"ARTICULO 325.-~ Si la demanda os obscura o irregular, el tribunal 

debe, por una sola vez, provenir al ador que ta aclare. romja o 

'
1 Novena Epoc.a, Instancia· lnbunales Colegiados de C11cuito. fuente· Sumanaoo JWc:ial do la 

FCOO<aclOo y su Gacela. Tomo IV. Scplocmt>tc de 1996. Tcs•s 1112 A 6K. Pág 631 
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complete, paro lo cual se la devolverá, señalándole, en forma 

concrela, sus defectos. Presentada nuevamente la demanda, el 

tribunal lo dará curso o la desechan!. 

El auto que admita la demanda no es recurrible, el que la 

desecha es apelable.• 

En el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 

encontramos esta facultad del juez en los articulas 255, 95 y 96, en los 

cuales el juez frente a la demanda puede prevenir al demandante; 

cuando la demanda sea oscura o irregular, para que la aclare, corrija o 

complete; realizada la aclaración o corrección, el juez debera admitir la 

demanda. 

En la prevención, que debe de ser hecha una sola vez y 

verbalmente, el juez debe señalar en concreto los defectos de la 

demanda.74 

La prevención en materia civil al igual que lo señalamos ya en 

materia de amparo, esta sujeta a algunos lineamientos y tiene un triple 

objeto: 

a).- Aclarar la demanda cuando ésta fuere oscura. Se tiene que 

atender que los hechos deben narrarse con claridad y precisión. Por 

tanto, si la demanda adoleciera de ese requisito el juzgador la mandara 

aclarar. 

"Ovallo Favcla. Josó ~edJg_f¡Q!;~~JXLSépto= Edoón Ed Ha~a. Mé"co, O F. 1995. Pag 
54. 
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b).- Corregir fa demanda cuando no se ajuste a sus propias 

exigencias. 

c).- Completar la demanda si falta alguno de los requisitos 

previstos. 

6.3 Laboral 

Después de la presentación de la demanda, de su análisis puede 

deducir el juez que existen en su formulación determinados defectos, 

omisiones o imprecisiones, que hacen referencia a los requisitos 

generales que debe contener ésta. 

El órgano judicial deben entonces advertir a la parte demandante 

de los mismos, a fin de que los subsane en el plazo de 3 días. con 

apercibimiento de que, sino lo efectuase se ordenara su archivo. 

Como se ha precisado por muchos autores no se trata de una 

mera facultad, sino de una auténtica obligación legal, que tiene la 

evidente finalidad do que la litis pueda quedar constituida de un modo 

adecuado y eficaz, garantizado que los importantes derechos de fondo 

deducidos en una demanda laboral no resulten 1nef1caces por la falta o 

defecto de los requisitos. 

Todo esto de conformidad con el segundo párrafo del articulo 873 

de la Ley Federal del Trabajo, que a continuación se transcribe: 



Articulo 873. • ... 

Cuando el actor sea el trabajador o sus beneficiarios, la Junta, 

en caso de que notare alguna irregularidad en el escrito da 

demanda, o que estuviere ejercitando acciones contradictorias, 

al admitir la demanda le so1lalará los defectos u omisiones en 

que haya incurrido y lo provendrá para que los subsane dentro 

de un término de Iros días". 

6.4 Agraria 

La aclaración de la demanda en esta materia, la encontramos en 

el articulo 181 de la Ley Agraria que al tenor señala: 

"Articulo 181.· Presentada Ja demanda o realizada fa 

comparecencia, o/ tribunal del conocimiento la examinará y, si 

hubiera irregularidades en la misma o se hubiere omitido en effa 

alguno de los requisitos previstos lega/monto. pmvendrá al 

promovente para que los subsane dentro ele/ término de oc/Jo 

días." 

Recibida la demanda con sus anexos, el magistrado ha de 

examinarla para detenminar su admisibilidad y. en consecuencia, la 

radicación del juicio. 

A esta determinación jurisdiccional se denomina auto de 

prevención. No precisa la ley que ocurrira si el promovente no subsana 

las irregularidades u omisiones dentro de un plazo fijado por el 

precepto. Cabe mencionar conforme a la naturaleza de estos actos, 
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que en tal supuesto se rechazará la demanda, rechazo que el 

promovente puede impugnar a través del amparo.75 

Al respecto de las omisiones o irregularidades de la demanda en 

materia Agraria, el Tribunal Agrario se pronunció en la circular 3/92, 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el ocho de enero de mil 

novecientos noventa y tres y que a continuación se transcribe: 

"CIRCULAR 3192 relativo a las omisiones en las demandas q11e se 

presanten anta los Tribuna/as Unitarios. 

Al margen 1111 sallo con al Escudo Nacional. q11e dice: Estados Unidos 

Mexicanos.- Tribunal Superior Agrario. 

CIRCULAR - 3192 

OMISIONES EN LAS DEMANDAS QUE SE PRESENTEN ANTE LOS 

TRIBUNALES UNITARIOS 

En ocasiones sa observan las sig11iontos omisiones. entro otras. en 

las demandas presentadas anta los Tribunales Unitarios Agmrios: 

No se sotla/a el /11gar on q11e debe ser emplazado el 

demandado; 

No so expresan las .prostadones reclamadas. on términos 

precisos: 

Se omito indicar la supotficio, los linderos y las colindancias del 

terreno materia de la controversia; 

No so acompallan copias para correr traslado. 
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Las anteriores omisiones traen por consecuencia que se dicten autos 

de prevención, que implican notificación personal al actor y pérdida de 

tiempo, sin avance procedimental. 

Paro evitar estas situacionos, quo van en do/rimen/o del principio de 

economla procesal, so dobortm lomar on cuanta tos siguientes 

lineamientos: 

Antes do ser recibida una domanda. o/ funcionario calificado 

que determine o/ magistrado u11itario corrospondionte procodero a 

revisarla e i11dicanl al o a los intorosados los roquisitos que falta11, 

paro que se subsa11e la omisió11; 

Los requisitos indispensables que deberá contener o/ escrito 

inicial de demanda son: 

l. El tribunal anta o/ quo so promueve; 

11. Los nombres y domicilios do/ actor y do/ domandado; 

111. Lo que so pido o demanda, expresándolo on términos claros y 

precisos. 

Cuando ta materia del juicio soa algún terrono, ésto deberá 

localizarse, se11alando poblado, municipio y estado on quo se 

encuentro. También deberfl identificarse plena y adecuadamente. 

indicando /11 superficie, los linderos y las coli11dancias Es muy 

conveniente anexar un c1oquis. cuando sea posible; 

IV. Los hachos en que el actor funde su pot1ción, 

V. Los fundamentos do dof()c/10. 

Cuando la demanda soa omisa o doficiofl/o on os/o punto, ot Tribunal 

podrá suplir la deficiencia, de acuordo con la parto fi11al do/ articulo 

164 do la Ley Agraria 
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VI. Las copias para correr traslado, tanto de la demanda como de los 

documentos anexos. 

Si ol actor Insiste en presentar la demanda. mm con omisiones, 

el Tribunal deberá recibirla. E11 esto caso, con fu11damento en los 

art/culos 135 y 136 de la Ley Agraria, en el auto do prevenció11 se 

dará vista a la Procuradur/a Agraria, para que i11torvenga con/arme a 

las alribuciones quo la ley lo confiero. 

Ante omisiones en la demanda, e/ desec/1amiento de ésta 

deberá ser, solamente. la ultima y extrema opción del Tribunal. 

As/ lo acordó el Tribunal Superior Agrario, en sosió11 celebrada ol día 

diecioc/10 de noviembre de mil noveciontos noventa y dos.· El 

Pres/dento, Sorgio Garcia Ramirez .. Rubrica.- El Secretario General 

de Acuerdos, Sergio Luna Obragón.- Rubrica."'º 

En el documento antes reproducido se hacen valer cuales son las 

más !recuentes omisiones en las demandas presentadas ante los 

tribunales unitarios: no se señala el lugar en que debe ser emplazado 

el demandado; no se expresan, en términos precisos, las prestaciones 

reclamadas, se omite indicar la superficie. los linderos y las 

cohndancias del terreno materia de la controversia o no se acompañan 

copias para correr traslado. Todo ello acarrea autos de prevención ·que 

implican notificación personal al actor y pérdida de tiempo, sin avance 

procedimental. 

"Diario Ofocial do la Fedomción. Tomo COLXXll. No. 5. Pág. 60 México. O F. \f\Cf1'e5 8 de enero 
do 1993 Poder ejccutrvo Tribunal Supeoor Agratio. 
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Para evitar situaciones semejantes "que van en detrimento del 

principio de economfa procesal"77 y de la expedita impartición de 

justicia, es preciso que antes de recibir la demanda, un funcionario 

calificado del tribunal, que a este electo determine el magistrado, 

proceda a revisar aquélla y a indicar al interesado los requisitos 

faltantes, para que subsane la omisión. 

Si el actor insiste en presentar la demanda, aún con omisiones el 

tribunal deberá recibirla. En este caso, con fundamento en los artículos 

135 y 136 de la Ley Agraria que al efecto se señalan: 

"Articulo 135.-"' La Procuraduría tiene funciones do servicio 

social y está encargada do Ja dolonsa do los derechos do los 

ejidatarios, comuneros, sucesores do ojidatarios o comuneros. 

ejidos, comunidades, poquo1ios propietarios, avecindados y 

jornaleros agrícolas, mediante la aplicación de las atribuciones 

que Je confiere la presento ley y su reglamento correspondiente. 

cuando as/ se lo soliciten, o de oficio en los tórminos de esta ley. 

"Articulo 136.-"' Son atribuciones de la Procuraduría Agraria las 

siguientes: 

l. Coadyuvar y en su caso representar a las personas a que se 

refiere el articulo anterior, en asuntos y ante autoridades 

agrarias; 

"Garcia Ramlroz. Sergio. Et~llJ..&¡¡Doo Edttonal Pooúa México. 01Strdo 
Federal. 1993. P. 437 
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//. Asesorar sobre las consul/as jurídicas planteadas por las 

personas a que se refiere el articulo anterior en sus relaciones 

con terceros que tengan que ver con la aplicación de esta ley; 

///. Promover y procurar la conciliación de intereses entre las 

personas a que se refiere el artículo anterior. en casos 

controvertidos que se relacionen con la normalividad agraria; 

IV. Prevenir y denunciar ante la auton·dad competente, la 

violación de las leyes agrarias, para hacer respetar el derecho 

de sus asistidos e instar a las autoridades agrarias a la 

realización de funciones a su cargo y emitir las 

recomendaciones que considere pertinentes; 

V. Estudiar y proponer medidas e11caminadas a fortalecer la 

seguridad jurldica en el campo; 

VI. De11u11ciar el incumplimiento de las obligaciones o 

respo11sabilidades de los funcionarios agrarios o de los 

empleados de la administración de justicia agraria; 

VII. Ejercer, con el auxilio y participación de las autoridades 

locales, las funciones de inspección y vigilancia e11caminadas a 

defender los derechos de sus asistidos; 

VIII. t11vestigar y denu11ciar los casos en los que se presuma la 

existencia de prácticas de acaparamiento o concentración de 

tierras, en extensiones mayores a las permitidas legalmente: 
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IX. Asesorar y representar, en su caso, a las personas a que se 

refiere el articulo anterior en sus trámites y gestiones para 

obtener la regularización y titulación de sus derechos agrarios. 

ante las autoridades administrativas o ¡udiciales que 

corresponda; 

X. Denunciar ante el Ministerio Público o ante las autoridades 

correspondientes, los hechos que lleguen a su conocimiento y 

que puedan ser constitutivos de delito o que puedan constituir 

infracciones o fallas administrativas en la materia. asi como 

atender las denuncias sobre las irregularidades en que, en su 

caso, incurra el comisariado ejido/ y que le debera presentar el 

comité de vigilancia; y 

XI. Las demás que esta ley, sus reglamentos y otras leyes te 

señalen.· 

En el auto de prevención, se dará vista a la Procuraduría Agraria, 

para que intervenga conforme a las atribuciones que la ley confiere. 

Por último se dice que ·ante omisiones en la demanda, el 

desechamiento de ésta. deberá ser, solamente, la última y extrema 

opción del tribunal. 

En esas advertencias contenidas en la circular 3/92 aparece 

claramente la intención de alentar la justicia de fondo, aún cuando haya 

imperfección en ciertas formalidades, siempre que éstas sean 
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prescindibles, claro está, y con ello no se viole la ley o menoscabe 

legltimos intereses de terceros. 78 

"Garcla Ramlrez. ob. Crt. P. 440. 
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CAPITULO VII 

ACLARACIÓN DE LA DEMANDA EN MATERIA FISCAL 

7.1. Aclaración de la demanda en el Código Fiscal. 

La aclaración de la demanda no es algo nuevo para el Código 

Fiscal de la Federación, ya que desde los códigos de 1936, 1967 y 

pasando por el 1982 se contemplaba esta figura. 

Esto es así, al surgir la interrogante de ¿qué ocurría cuando 

faltaban alguno de los requisitos, o por la forma de exposición no era 

posible determinarlos?, pues obviamente se estaba en presencia de 

una demanda irregular. 

Como ya lo señalamos desde la ley de justicia fiscal de 1936 se 

encuentra prevista la aclaración de la demanda en su articulo 36 que a 

la letra señalaba: 

"Arliculo 36· Si la demanda fuera oscura o irregular el Magistrado 

a que alude el arl/culo 17 debe prevenir al actor que la aclare. 

corrija o complete do acuerdo con los arliculos anteriores dentro 

del lém1ino de tres d/as. Si dentro de ese tém1ino no se subsanan 

los defectos, se recflazará la demanda". 
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Ese criterio se conserva en el Código Fiscal de la Federación de 

1938 en su artfcufo 182, también el relativo a 1966 fo contiene en su 

diverso 169 y el de 1982, en su artfculo 208 último párrafo. 

Como vemos, el legislador prevefa dentro del procedimiento 

contencioso administrativo fa existencia de demandas irregulares y la 

obligación del Instructor para prevenir al actor para corregir los defectos 

de aquéllas. 

Ahora bien, el criterio de prevenir al actor para aclarar o 

completar la demanda, es criticado por algunos procesalistas, en donde 

sostienen que este es totalmente injusto porque el Juez se convierte en 

un momento dado en asesor jurldico del actor al indicarte los errores en 

que Incurrió, actuando de una manera arbitraria y en beneficio de una 

de fas partes contendientes rompiendo con el principio de igualdad 

entre las partes propio de todo procedimiento jurisdiccional. 79 

Sin embargo, las opiniones a favor, y a la que nos unimos, es de 

que debe prevalecer ese criterio por un principio de equidad. pues 

sopretexto de no cumplir alguna de las formalidades de la ley para 

constituir una demanda, se pueda hacer con ello nugatoria la 

impartición de justicia. 

Pero el problema fundamental de la demanda irregular se 

encuentra a partir de la reforma sufrida por el articulo 208 del Código 

"~a.Ja.flHl~JILSmJQQ..tle.McAJW, T robun.11 Fiscal de la Feoorocion. 
1988,México,0.F. 
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Fiscal de Ja Federación en el Diario Oficial de la Federación de 31 de 

diciembre de 1984, porque su último párrafo se modificó para quedar 

de la siguiente manera: 

" ... Cuando se omitan Jos datos previstos en las fracciones /, 

//, JI y VII el Magistrado Instructor requerirá mediante 

notificación personal al demandante para que los proporcione 

en el plazo de cinco dlas, apercibiéndolo que de no hacerlo 

en tiempo se tendrá por no presentada la demanda". 

Asl, únicamente prevé al actor por ciertos requisitos, pero omite el 

tratamiento a seguirse por lo que a los restantes corresponde. 

Al desaparecer el término "demanda oscura o irregular" en los 

códigos citados se pretendió terminar con la presentación de éstas, 

pues solamente entorpecian y dilataban el procedimiento contencioso 

administrativo. 

7.2 Importancia de la aclaración de ta demanda. 

La demanda oscura o irregular es aquella que no contiene los 

datos correctos o incurre en omisiones de alguno de los requisitos para 

su procedencia. 

En virtud de las reformas hechas a los articulas 208 y 209 del 

Código Fiscal de la Federación, se ha·'regrésado parcialmente al 

sistema vigente hasta el 31 de diciembre de 1989. ya que de nuevo se 
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faculta al magistrado instructor a prevenir él para que el caso de que si 

existen omisiones en su demanda Jos subsane. 

Sin embargo, dicha facultad otorgada al magistrado instructor no 

resulta procedente en todos los casos, en tanto que de acuerdo a Jo 

dispuesto en el articulo 208 la prevención al actor sólo se hará 

tratándose de la omisión de ciertos requisitos de la demanda tales 

como: la falla de señalamiento de la autoridades o autoridades 

demandadas, los hechos que dan motivo a la demanda, las pruebas 

que se ofrecen, el nombre y domicilio del tercero perjudicado (cuando 

haya) y lo que se pida, en el caso de solicitar una sentencia de 

condena, esto es, las cantidades o actor cuyo cumplimiento se 

demanda. 

De acuerdo con el penúltimo párrafo del mencionado articulo 208, 

solamente en estos casos, el magistrado instructor requerirá al actor 

para que en un plazo de cinco dlas señale los que haya omitido, 

requerimiento que debe ir acompañado del apercibimiento de que en 

caso de no regularizar su demanda en tiempo se tendrá por no 

presentada o por no ofrecidas las pruebas, según corresponda. 

En cambio, si el demandante orrnle señalar la resolución que se 

impugna y los conceptos de impugnación, el magistrado instructor 

desechará por improcedente su demanda. 

Tratándose de los documentos de la demanda, a que se refiere el 

articulo 209, cuando los mismos no se adjunten a escrito respectivo, el 
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magistrado instructor requerirá al promovente para que los presente 

dentro del plazo de cinco dias. En caso de que el actor no los presente 

dentro de dicho plazo y se trata de las copias de la demanda para cada 

una de las parte y de la misma y sus anexos para el titular, o en su 

caso, para el particular demandado; el documento con el que el 

promovente acredite su personalidad en el que conste que le fue 

reconocida por la autoridad demandada; del documento en el que 

conste la resolución impugnada, o en su caso de la instancia no 

resuella; de la constancia de notificación del actor impugnado, se 

tendrá por no presentada la demanda. Pero si se trata de las pruebas 

documentales o de los cuestionarios dirigidos a peritos, se tendrán las 

mismas por no ofrecidas. 

No obstante que con la facullad al magistrado instructor, se 

pretende que el actor subsane los errores que haya tenido al omitir los 

requisitos de su demanda, aún no se logra restaurar plenamente el 

sistema que estuvo vigente hasta el 31 de diciembre de 1989. Cabe 

señalar que en la exposición de motivos de la Ley que contiene la 

modificación a los articulas antes citados se establece que et fin de 

misma es para "setialar que cuando se omitan los registros de orden 

formal se desecharan por improcedente el recurso o juicio interpuesto y 

para el caso de que las pruebas no se acompa1íen se tendran por 110 

ofrocidas'80 con esto se pretendió que los juicios contencioso que se 

tramitaban ante el entonces Tribunal Fiscal de la Federación no fueran 

desechados por errores de tipo formal por parte de tos contribuyentes, 

"" Exposielón de molrvos do la ley que rcfonna, odlOOna y deroga drvcrs...1s dl:SPQSIC~ fiscales 
25 do novlCfllbro do 1989. 
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y sólo se mencionaban tales como: no señalar el acto impugnado, no 

ofrecer las pruebas sobre los hechos controvertidos o no señalar a la 

autoridad o autoridades demandadas, olvidando que también son 

requisitos formales de la demanda, los relativos a el nombre del 

demandado, su domicilio fiscal, y en su caso el registro federal de 

contribuyentes y ahora ta más reciente, clave única de registro de 

población, ya que tales requisitos forman parte integrante de la 

demanda. 

En esta medida, nuestro actual Código Fiscal de la Federación en 

su articulo 208 se sigue apartando del sistema de prevención de la 

demanda oscura o irregular que regulan otros ordenamientos, entre los 

que encontramos como lo vimos en capítulos anteriores al Código 

Federal de Procedimientos Civiles, a la Ley de Amparo, Ley Agraria, 

ele., que en sus diversos articulos señalan el derecho del demandante 

para corregir las deficiencias de los escritos de la demanda. 

El mencionado articulo 208, al establecer como lo hace que el 

magistrado instructor desechará por improcedente la demanda cuando 

se omita los requisitos antes señalados, realiza una violación a las 

formalidades esenciales del procedimiento como parte integrante de la 

garantia de audiencia ya que tal regulación trae una consecuencia 

desproporcionada a la omisión fonmal en que puede incurrir el 

demandante y con lo cual le impide defenderse, alegar y probar lo que 

a su derecho convenga, asi como el dictado de la resolución que dirima 

cuestiones combatidas. 
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Lo anterior lo podernos ilustrar con lo sostenido por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en la ejecutoria pronunciada en 

el amparo en revisión 316/92 promovido por Metalúrgica Alemana. 

S.A., resuelto en sesión de 20 de enero de 1994, al considerar que la 

reforma, al considerar que la reforma al último párrafo del artículo 209 

del Código Fiscal de la Federación del 28 de diciembre de 1989, viola 

lo dispuesto por el articulo 14 constitucional, en cuanto infringe" ... las 

formalidades esenciales del procedimiento corno parte integrante de la 

garantia de audiencia porque coloca en estado de indefensión al 

particular afectado". 

lo anterior lo sostiene nuestro Máximo Tribunal de Justicia en 

virtud de que: " ... si bien el Código Fiscal de la Federación establece el 

juicio de nulidad y en el precepto legal reclamado determina los 

documentos que deben adjuntarse a la demanda de nulidad lo cierto es 

que al disponer, en su último párrafo, que el Magistrado instructor 

tendrá por no presentada la demanda cuando en ella no se adjunten 

los documentos que deben adjuntarse a la demanda de nulidad, lo 

cierto es que al disponer. en su último párrafo. que el Magistrado 

Instructor tendrá por no presentada la demanda cuando en ella no se 

adjunten los documentos precisados en las fracciones 1 a IV del mismo 

precepto, está determinando una consecuencia desproporcionada a la 

omisión formal en que puede incurrir el demandante y con lo cual le 

impide defenderse, alegar y probar lo que a su derecho convenga, asi 

como el dictado de la resolución que dirima las cuestiones debatidas·. 
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Así pues, vernos que la importancia de una reforma al artículo 

208 del Código Fiscal de la Federación se viene contemplando desde 

tiempo atrás, pues con el sistema actual se viola en perjuicio del actor 

su esfera jurldica, al no permitirle aclarar o corregir su escrilo de 

demanda como lo prevén otros ordenamientos procesales. 

Como se mencionó en su momento, en el caso de no señalar la 

resolución impugnada, se estarla en presencia de decretar la 

improcedencia de la demanda, pero ¿qué pasaría si la resolución 

impugnada se anotará de forma incorrecta, es decir que se cambiarán 

o se omitiera los números de la misma?, actualmente se declararía 

improcedente, por eso es necesaria la reforma al artículo 208, porque 

en el ejemplo que presentamos el quejoso estaría en estado de 

indefesión, pues no se le da la oportunidad de corregir su escrilo y ya 

no podría intentar nuevamente la presenlación de su demanda, siendo 

mucho más sencillo que el magistrado instructor le pidiera la corrección 

de su escrito en cuanto a ese punto en concreto. 

7.3 Procedencia de la aclaración de la demanda en materia fiscal. 

En el actual párrafo del artículo 208, encontramos que cuando se 

omila el nombre del demandado y los conceptos de impugnación, el 

magistrado desechará por improcedente la demanda, y sólo en los 

demás casos el magistrado requerirá al promovente para que señale 

los datos que hicieren falta. 
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Cuando se omita el nombre del demandante o los datos 

precisados en las fracciones 11 y VI, el magistrado instructor 

desechará por improcedente la demanda interpuesta. Si se 

omiten Jos datos previstos en las fracciones ///, IV, V, VII y 

V///, el magistrado instructor requerirá al promoven/e para que 

los señale dentro del término de cinco d/as, apercibiéndolo 

que de no hacerlo en tiempo se tendrá por no presentada la 

demanda o por no ofrecidas las pruebas, según corresponda. 

Siguiendo con este criterio, encontramos que la procedencia para 

la posible aclaración de la demanda en materia fiscal, se da sólo para 

la omisión de alguno de los requisitos, incluso, podemos ver que en 

caso de omisión de otros, como el nombre del demandado y conceptos 

de impugnación, se desechará por improcedente la demanda, lo cual 

nos muestra un claro estado de indefensión para el promovente, que 

omita alguno de estos requisitos, pues no será prevenido y no podrá 

subsanarlos. 

Lo que se propone es que en primer lugar exista una aclaración 

de la demanda como figura, y en segundo término que la aclaración de 

la demanda sea procedente para cualquier omisión, irregularidad u 

oscuridad en cuanto al escrito de demanda, lo cual podemos 

ejemplificar de la siguiente manera: 

Si existiera algún error de tipo mecanográfico en el momento de 

anotar el número de la resolución impugnada, debería dársela la 

oportunidad de que lo pudiera corregir, en el escrito de prevención, 
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debe decírsele que, con base en los documentos aportados existen 

una confusión en cuanto al número de la resolución impugnada, por tal 

motivo se le previene para que en el plazo de cinco días lo corrija. 

7.4 Procedimiento para la aclaración de la demanda 

El procedimiento que se propone para la aclaración de la 

demanda en materia fiscal, no es muy diferente del resto de los 

procedimientos utilizados en las distintas materia, como se mencionó 

en capitulas anteriores. 

Se admitirá la demanda, y se le asignará el número que conforme 

al registro del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se 

lleve para tal efecto. 

Si hubiere alguna irregularidad u omisión en el escrito, se girara 

un proveido para el promovente que en términos generales contendrá 

lo siguiente: 

___ (f.e.cl1i.I) ____ _ En 
Acuerdos da cuenta 

el Secretario de 

al Magistrado 

---------· con la demanda promovida por 

--------··Conste. 

Por recibido el escrito de demanda promovido por 

---- en contra de la resolución número de fecha 

122 



------· Fórmese el juicio respectivo, regístrese 

en el libro de gobierno y acúsese recibo. 

Con fundamento en el articulo 208 del Código Fiscal de la 

Federación requiérase al promovente para que en un 

término de cinco dfas corrija su escrito en cuanto a 

Notiffquese personalmente. 

Cabe señalar que el magistrado instructor deberá girar una 

prevención especificando la irregularidad presentada con todo detalle 

para que pueda ser subsanada. 

Como todo proveido en cualquier materia y en especial en esta, 

debe ser notificado personalmente, de conformidad con lo establecido 

por el articulo 253 fracción 111 del Código Fiscal de la Federación, pues 

en ella se hace mención de aquéllas notificaciones que tienen por 

objeto algún tipo de cumplimiento por parte del promovenle. 

Artículo 253.-~ Las notificaciones que deban hacerse a los 

particulares, se harán en los locales de las salas si las 

personas a quienes deba notificarse se presentan dentro de 

las veinticuatro lloras siguientes a aquella en que se /laya 

dictado la resolución. Cu,1ndo el particular no se presente se 

llarán por lista autorizada que se fijará en sitio visible de los 

locales de los tribunales. 
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Cuando el particular no se presente se harán personalmente o 

por correo certificado con acuse de recibo, siempre que se 

conozca su domicilio o que éste o el de su representante se 

encuentre en territorio nacional, tratándose de los siguientes 

casos: 

... 111. El requerimiento a la parto que debo cumplirlo. 

7.5. Adición al articulo 208 del Código Fiscal de la Federación 

Por lo que corresponde a este punto, es el más importante y la 

culminación de este trabajo de investigación, pues en él 

concentraremos toda la información aportada al proponer la adición 

relativa al articulo 208 del Código Fiscal de la Federación. 

Antes que nada quisiera destacar, que la adición que se propone, 

tiene como objeto que los particulares no queden en estado de 

indelesión !rente a las autoridades. 

En la propuesta se establece que en primer término exista la 

figura de la aclaración de la demanda. En caso de que no se cumpla 

con la prevención hecha por autoridad competente, en cuanto a 

subsanar o corregir su escrito, éste se tendrá por no presentado, esto 

es, para los electos de que el particular pueda en un momento 

determinado intentar nuevamente la presentación de su demanda. 

En los términos en los que se encuentra actualmente el 

multicitado articulo 208 se señala que habrá casos en los que se 
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desechará por improcedente y otro en el que se tendrá por no 

presentada, esto deja un poco en ese señalado estado de indefensión 

al particular al admitirle su demanda, pero desechándosela por no 

hacer caso de la prevención a la cual se hizo acreedor. 

La presente propuesta no representa una manera en la que el 

particular presente su escrito de demanda sin contemplar la manera 

establecida para ello, (esto es, cubriendo los requisitos señalados y 

haciéndolo de manera correcta y que para tal efecto se establecen 

dentro del mismo ordenamiento), sino una forma de protección de 

manera más clara para el quejoso. 

Asl las cosas, el texto del articulo 208 que se propone es el 

siguiente: 

Articulo 208.·., La demanda deberá Indicar. 

l. El nombre del demandante y su domicilio para recibir notificaciones en la sede de 

la Sala Regional competente. 

11. La resolución que se impugna. 

111. La autoridad o autoridades demandadas o el nombre y domicilio del particular 

demandado cuando el juicio sea promovido por la autoridad administrativa. 

IV. Los hechos que den motivo 11 la demanda. 

V. Las pruebas que ofrezca. 
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En caso de que se ofrezca prueba pericial o testimonial se precisarán los hechos 

sobre los que deban versar y senalarán los nombres y domicilios del perito o de los 

testigos. 

VI. Los conceptos de impugnación. 

VII. El nombre y domicilio del tercero interesado, cuando lo haya. 

VIII. Lo que se pida, señalando en caso de solicitar una sentencia de condena, las 

cantidades o actos cuyo cumplimiento se demanda. 

SUil..domandiLÚ!ll.lLo.s~ura_QJrr.l1gular •. .l1Lmagl:>tradoJns1nu;torJ11QUltliril.i!I 

11romo.v.1U1to_pan1_Q111L.subsano_la:;_omls!ono1....0...(;orrila.J2Ldofeclos_.l1n_Quo 

hublo[l)Jncurrldo.Jos_Qu11_so.Preclsimill.!lnJa.proYJd.encl•LH1laUv.a~don1ro_del 

tórmlno . .de_clnco_dlas •. aperclblóndo]Q_quo_de.110..hacor10.on_ll11mpo_so_tendrá 
11or._11o_pre.sontada_fa_demanda_o__p0Lno_ofr1u;ldas_Ja5-J11'.lll1bil.5.J.ogúo 

corrosponda. 

En el supuesto de que no so señale domicilio pam recibir not1f1cacionos del 

demandante, en la ¡urisdicción de la Sala Regional que corresponda o se 

desconozca el domicilio del tercero, las notificaciones relativas se efectuarán por 

lista autorizada, que se fijará en el sitio visible de la propia sala. 
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CONCLUSIONES: 

1.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, es un órgano 

desconcentrado de la administración pública, que si bien pertenece al 

Poder Ejecutivo, realiza funciones de tipo jurisdiccional, pues es el 

encargado de la fase contenciosa lo que significa que su función es 

dirimir controversias entre los particulares y la Administración Pública. 

2.- Si bien es cierto que la Ley de Justicia Fiscal es el sustento del 

Tribunal Fiscal de la Federación, hoy Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa, también lo es que se necesitaba una 

regulación más extensa que el contenido tan limitado que se tenla, y 

esto dada la trascendencia de las funciones a desempeñar. 

3.- Las garantías individuales, son los derechos rnlnirnos con los que 

debe contar lodo ser humano, sin ser derechos humanos, y para la 

protección de las mismas existe el juicio de amparo. 

4.- Las garantías individuales para su clasificación y estudio las 

clasificarnos en cuatro apartados: a).- garantias de igualdad, b).

garantías de libertad, c).- garantias de propiedad y d) garantias de 

seguridad jurldica. Todas estas encuadradas dentro los primeros 

veintinueve articulas de nuestra Carta Magna. 

5.- La garantía de audiencia, es una de las más importantes dentro de 

cualquier régimen juridico, ya que implica la principal defensa de que 



dispone todo gobernado frente a actos de Poder Público que tienden a 

privarlo de sus más esenciales derechos e intereses. 

6.· La demanda es el escrito inicial, con que el actor basado en un 

interés legitimo pide la intervención de los órganos judiciales para 

recibir las prestaciones que reclama del demandado. 

7.- La demanda es admitida cuando cumple con todos los requisitos 

establecidos, asimismo el actor puede desistirse de ella, en este caso 

puede recaer una prevención al escrito para el efecto de que lo aclare 

o lo corrija. 

8.· El juicio fiscal al igual que cualquier otro proceso. consta 

esencialmente de dos partes, actor y demandado, y la procedencia del 

juicio esta lntimamente ligada a la competencia del propio tribunal. 

9.· En caso de que se omitan los requisitos al momento de presentar 

la demanda, el magistrado instructor requerirá al promovente para que 

los señale, en caso de no hacerlo se desechará la demanda por 

improcedente o se tendrá por no presentada, según corresponda a 

cada requisito. 

10.- La supletoriedad de la ley, sólo se surte cuando, en determinada 

institución jurídica prevista por la ley a suplir, existan lagunas u 

omisiones, las cuales podrían ser subsanadas con las disposiciones 

que la ley supletoria contenga en relación a dicha institución jurídica, 

pero de ninguna manera la supletoriedad tendrá el alcance de aplicar 



dentro de la codificación especial relativa, instituciones o requisitos no 

contemplados en la ley a suplir. 

11 .- Para que opere Ja supletoriedad de leyes se requiere de dos 

ordenamiento, Ja ley a suplir y la ley supletoria. Asimismo opera Ja 

supletoriedad cuando la institución está contemplada en la ley 

respecto de la cual se pretende la aplicación supletoria y cuando la 

institución contemplada en la ley no tiene reglamentación, o bien, que 

teniéndola sea deficiente. 

12.- La aclaración de la demanda existe como figura en distintas 

materias dentro de las cuales encontramos el amparo, materia civil, 

laboral y agraria, los cuales contemplan dentro de sus códigos 

procedimentales respectivamente que cuando existan omisiones o 

irregularidades en el escrito de demanda se ordenará prevenir al 

quejoso para que las subsane. 

13.- La aclaración de Ja demanda ya era contemplada en el Código 

Fiscal de Ja Federación, y prueba de ello lo son los códigos relativos a 

1938, 1967 y 1982 que contemplaban tal figura en sus articulas 182, 

169 y 208 respectivamente. 

14.- La Importancia de la aclaración de la demanda en materia fiscal 

no radica en el hecho do convertir al magistrado instructor en asesor 

del demandante, sino de protegerlo de cualquier forma, evitando que 

quede en estado de indefensión por una mala presentación en el 

escrito de demanda. 
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15.- La aclaración de la demanda en materia fiscal, procederá para la 

omisión o irregularidad que pudiese presentarse en el escrito, por 

concepto cualquiera de los requisitos establecidos en el articulo 208 

del Código Fiscal de la Federación. 

16.- El procedimiento para la aclaración de la demanda consistirá en 

que se dicte un proveido al demandante en el cual se le harán saber 

las irregularidades u omisiones en su escrito de demanda, tendrá 

cinco dlas para cumplimentarlo y en caso de no hacerlo se tendrá por 

no interpuesta la demanda. 

17.- La adición que se propone al articulo 208 del Código Fiscal de la 

Federación debe consistir en el párrafo siguiente: 

:.:_5jJ¡1_®mandaJ.ues_e_o_scut:a_QJrLegular._ct_magistr:aclo_ins.tr-®tor 

requc.rká_aLprom0'._cntc__pat1LJlue_subsancJas_omisi.ones._o_c_orLija 

l0Hielectos_en_que_l1ubiere_inc11rri®~los_quc_scpr:ccisarán_enJa 

pro.viácncia __ _r.e/atiY.a,_ctcntc.o __ ctel-1écmino __ de_cinco_ctias. 

apercibié11áofo __ quc __ do._noJ1accrlo_cn_ticmpo_scLteactcá_p_or_no 

presentada_f<Ldcmand;1_o_p_or_no_o!Le.cidas Jas _pruebas._s_c9ún 

corr:esponda:.'.. 
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